
 
1 

LOS PRINCIPIOS RECTORES DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL 
CONSTITUCIONAL EN BOLIVIA 

 
Por: Abog. Alan E. Vargas Lima(*) 

alanvargas84@hotmail.com 
 
 

“Se precisa de un Código Procesal que provea las 
necesidades de una buena administración de 
justicia, pero, al propio tiempo de jueces buenos, 
pues de este modo, el pueblo se sentirá seguro de 
que sus derechos y sus libertades serán bien 
defendidos”, afirmaba muy acertadamente hace 
bastante tiempo atrás, el destacado procesalista 
boliviano Dr. Carlos Tovar Gutzlaff, y lo hacía, 
consciente de que “hay que devolver al pueblo 
boliviano la fe y la confianza, demostrándole que 
el proceso no es el peor de los males, sino es una 
necesidad que debe satisfacerse a la brevedad 
posible”1. 
 

1. La importancia de la Constitución como Ley suprema y fundamental 
 
En la actualidad, es posible señalar que el nuevo Código Procesal Constitucional (en 
adelante CPConst.) recientemente aprobado y promulgado mediante Ley Nº254 de fecha 
5 de julio de 2012 –en vigencia desde fecha 6 de agosto de 2012–, constituye el 
instrumento normativo adecuado de protección de todos aquellos derechos 
fundamentales y garantías constitucionales, cuyo reconocimiento ha sido ampliamente 
plasmado en la Constitución Política del Estado –aprobada por voto popular y 
promulgada en el año 2009–, como garantía de su estricta observancia y cumplimiento 
por parte de gobernantes y gobernados2. 
 
En este sentido, es necesario considerar que la Constitución –desde una perspectiva 
jurídica– es la Ley suprema y fundamental del ordenamiento jurídico del Estado, que 
consigna normas que regulan el sistema constitucional, lo que supone que debe 
proclamar los valores supremos y principios fundamentales sobre los que se organiza y 
                                                            
(*) El autor es Abogado en ejercicio de la función pública en el Gobierno Autónomo Municipal de La Paz (GAMLP), 
habiéndose desempeñado en calidad de Autoridad Sumariante (Gestiones 2009 – 2010). Ha cursado y aprobado 
satisfactoriamente la Especialidad en Derecho Constitucional y Procedimientos Constitucionales por la Universidad 
Mayor de San Andrés (UMSA); y el Diplomado en Derecho Procesal Civil por la Universidad de Aquino – Bolivia 
(UDABOL – Sede La Paz). Autor de los Libros: “El Derecho al Medio Ambiente en la Constitución Política del Estado 
Plurinacional de Bolivia”, publicado con el apoyo de la Liga de Defensa del Medio Ambiente (LIDEMA – 2011); “La 
Codificación del Derecho Procesal Constitucional en Bolivia”, publicado con el apoyo de la Editorial Académica 
Española (EAE – 2012). Ha sido designado Docente de la Universidad Privada Franz Tamayo (UNIFRANZ – Sede 
La Paz), y actualmente se desempeña en calidad de Asesor Legal dependiente de la Dirección Jurídica del GAMLP. 
Es Responsable del Blog Jurídico: Tren Fugitivo Boliviano (http://alanvargas4784.blogspot.com/). 
1 Carlos TOVAR GUTZLAFF. Derecho Procesal Boliviano. Bases Jurídico-Políticas para su reforma. La Paz – Bolivia: 
Editorial Gisbert y Cía. S.A., 1960. Pág. 38. 
2 Al respecto, es de utilidad consultar mi artículo de opinión sobre el Nuevo Régimen de los Procesos 
Constitucionales en Bolivia. (La Paz - Bolivia, 3 de agosto de 2012), escrito en ocasión de la puesta en vigencia del 
Código Procesal Constitucional en Bolivia, y publicado en: La Gaceta Jurídica, Bisemanario de circulación nacional, 
en fecha 7 de agosto de 2012. Ahora disponible en el Blog Jurídico: Tren Fugitivo Boliviano. 
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estructura el Estado; consagrando los derechos fundamentales y garantías 
constitucionales de las personas; delimitando la estructura social, económica, jurídica 
y política; definiendo su régimen de gobierno, junto al establecimiento de los órganos 
específicos a través de los cuales se ejercerá el poder político, determinando su 
estructura, organización y el ámbito de sus competencias. Es Ley Suprema, porque se 
sitúa por encima de toda otra disposición legal que integra el ordenamiento jurídico del 
Estado, y asimismo, es Ley Fundamental, porque tanto las disposiciones legales 
ordinarias emanadas del Órgano Legislativo, del Órgano Ejecutivo, así como de los 
órganos de los gobiernos autónomos y las autoridades públicas, judiciales y/o 
administrativas, tienen su fundamento y fuente de legitimación en las normas de la 
Constitución.3  
 
Por otro lado, desde una perspectiva netamente política, la Constitución se puede definir 
como un pacto social y político adoptado por el pueblo, en el cual se define el sistema 
constitucional del Estado, estableciendo las reglas básicas para lograr una convivencia 
pacífica4 y la construcción de una sociedad democrática, basada en los valores 
supremos, como ideales que una comunidad decide constituir como sus máximos 
objetivos a desarrollar por el ordenamiento jurídico y expresarlos en su estructura 
social-económica-política; los principios fundamentales, como los presupuestos lógicos 
y las líneas rectoras o básicas del sistema constitucional que orientan la política interna 
y externa del Estado; así como en los derechos fundamentales y garantías 
constitucionales de las personas, cuya garantía de cumplimiento y observancia, 
constituye uno de los fines y funciones esenciales del Estado Plurinacional, que además 
tiene el deber de promoverlos, protegerlos y respetarlos5.  

                                                            
3 Cfr. José Antonio RIVERA SANTIVAÑEZ. ¿Hasta dónde reformar la Constitución? REVISTA OPINIONES Y ANÁLISIS. Nº 
78. Temas para la Asamblea Constituyente. Tomo I. La Paz – Bolivia: FUNDEMOS Y FUNDACIÓN HANNS SEIDEL 
STIFTUNG, 2006. Pág. 44. 
4 Cfr. José Antonio RIVERA SANTIVAÑEZ. Hacia Una Nueva Constitución. Luces y Sombras del Proyecto modificado 
por el Parlamento. Cochabamba (Bolivia): FUNDACIÓN KONRAD ADENAUER, FUNDAPPAC y Oficina Jurídica para la 
Mujer, 2008. 
5 Algunos autores estiman que la expresión, “derechos humanos” o derechos del hombre, llamados clásicamente 
derechos naturales, y actualmente derechos morales, no son en realidad auténticos derechos protegidos mediante 
acción procesal ante un juez-, sino criterios morales de especial relevancia para la convivencia humana, y que en 
todo caso, una vez que determinados derechos humanos se positivizan, adquieren la categoría de verdaderos 
derechos protegidos procesalmente, transformándose en derechos fundamentales vigentes en un determinado 
ordenamiento jurídico, lo que equivale a decir que los derechos fundamentales son derechos humanos positivados 
por la legislación interna de un determinado Estado. En otras palabras, lo anterior significa que bajo la expresión 
“derechos fundamentales”, se designa a los derechos garantizados y reconocidos por la Constitución y, en cambio, 
la denominación “derechos humanos” hace referencia a los derechos proclamados y garantizados por las normas e 
instrumentos internacionales; los primeros tienen como fuente de producción al legislador constituyente, y los 
segundos, a los Estados y Organismos internacionales. Cfr. Willman R. DURÁN RIBERA. Principios, Derechos y 
Garantías Constitucionales. Santa Cruz – Bolivia: COMUNICACIONES EL PAÍS, 2005. Págs. 99-100. Sobre el tema, y a 
tiempo de precisar la naturaleza jurídica de los derechos fundamentales, la Sentencia Constitucional Nº400/2006-R, 
de fecha 25 de abril de 2006, señaló que: “Los derechos fundamentales son todos aquellos derechos subjetivos que 
corresponden universalmente a todos los seres humanos por su status de personas, de ciudadanos o personas con 
capacidad de obrar; entendiendo por derecho subjetivo cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa 
(de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma jurídica, en ese entendido, una de las notas 
caracterizadoras de todo derecho fundamental es el de ser un derecho subjetivo, lo que implica que su titular tiene la 
facultad de exigir su respeto y observancia, pudiendo acudir al órgano jurisdiccional competente para reclamar, a 
través de los recursos que establece el respectivo orden jurídico, la protección de tales derechos y la reparación del 
menoscabo sufrido. Debe agregarse que según la doctrina contemporánea del Derecho Constitucional, los derechos 
fundamentales constituyen el límite al ejercicio del poder político del Estado, pero también un mecanismo de 
realización del propio Estado; por ello, se sostiene que los derechos fundamentales no incluyen sólo derechos 
subjetivos y garantías constitucionales a través de los cuales el individuo se defiende frente a las actuaciones de las 
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Un aspecto que debe resaltarse es que en el caso de Bolivia, la Constitución es 
Normativa6, vale decir que se trata de la norma máxima que por ser la base del 
ordenamiento jurídico, tiene preferencia en su aplicación por parte de todas las 
autoridades y particulares obligados a su observancia, conteniendo un conjunto de 
principios fundamentales, valores supremos, derechos y garantías constitucionales, que 
en consonancia con los instrumentos internacionales sobre derechos humanos 
conforman el bloque de constitucionalidad, y que son de aplicación directa para la 
resolución de conflictos concretos emergentes de la relación entre el Estado y los 
particulares, o de éstos entre sí. Entonces, la Constitución, en la medida que contiene 
normas jurídicas de aplicación directa, es una de las fuentes indispensables del Derecho, 
y se constituye en la base y fundamento de todo el ordenamiento jurídico, dado que 
contiene las normas fundamentales que estructuran el sistema jurídico y que actúan 
como parámetro de validez formal (de procedimiento), y material (de contenido), de 
todo el orden normativo del Estado. 
  
Actualmente, la Constitución Política del Estado aprobada el año 2009, además de 
declarar que “Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho 
Plurinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, 
descentralizado y con autonomías. (…)”, dedica su Capítulo Segundo a establecer 
expresamente los “Principios, Valores y Fines del Estado”, a cuyo efecto el artículo 8 
constitucional declara que el Estado Plurinacional de Bolivia “asume y promueve como 
principios ético-morales de la sociedad plural, los siguientes: ama qhilla, ama llulla, 
ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón), suma qamaña (vivir bien), 
ñandereko (vida armoniosa), teko kavi (vida buena), ivi maraei (tierra sin mal) y 
qhapaj ñan (camino o vida noble)”; y asimismo señala que nuestro Estado “se sustenta 
en los valores de unidad, igualdad, inclusión, dignidad, libertad, solidaridad, 
reciprocidad, respeto, complementariedad, armonía, transparencia, equilibrio, 
igualdad de oportunidades, equidad social y de género en la participación, bienestar 

                                                                                                                                                                              
autoridades públicas, también incluyen deberes positivos que vinculan a todas las ramas del poder público. En ese 
criterio, no sólo existe la obligación negativa por parte del Estado de no lesionar la esfera individual, también existe 
la obligación positiva de contribuir a la realización efectiva de tales derechos. Respecto a esta temática el Tribunal 
Constitucional de España, en su Sentencia STC 25/1981, estableció que: "en primer lugar, los derechos 
fundamentales son derechos subjetivos, derechos de los individuos no sólo en cuanto derechos de los ciudadanos 
en sentido estricto, sino en cuanto garantizan un status jurídico o la libertad en un ámbito de existencia. Pero al 
propio tiempo, son elementos esenciales de un ordenamiento objetivo de la comunidad, en cuanto ésta se configura 
como marco de una convivencia humana justa y pacífica, plasmada históricamente en el Estado de Derecho y, más 
tarde en el Estado social de Derecho o el Estado social y democrático de Derecho, según la fórmula de nuestra 
Constitución". Por su parte este Tribunal en la SC 1127/2003-R de 12 de agosto (al igual que en las SSCC 
1181/2003-R, 1144/2003-R, entre otras), estableció que: "una de las notas que caracteriza a todo derecho 
fundamental, es la de tener la calidad de derecho subjetivo, que faculta a su titular a acudir al órgano jurisdiccional 
competente, cuando funcionarios públicos o particulares restrinjan, supriman o amenacen restringir o suprimir tales 
derechos. En nuestro país, el legislador constituyente ha instituido el recurso de amparo como un medio de tutela 
para la eficaz salvaguarda de estos derechos, los cuales, desde un punto de vista moral y político se consideran 
básicos para la convivencia humana, creando a su fragua las condiciones necesarias para asegurar el desarrollo de 
la vida del hombre en libertad, en circunstancias compatibles con la dignidad humana, legitimando y limitando el 
poder estatal, creando así un marco de convivencia propicio para el desarrollo libre de la personalidad". 
6 El carácter normativo de la Ley Fundamental, fue puesto de relieve por el Tribunal Constitucional Español, que en 
su momento señaló que la Constitución es una norma, pero una norma cualitativamente distinta de las demás, por 
cuanto incorpora el sistema de valores esenciales que ha de constituir el orden de convivencia política y de informar 
todo el ordenamiento jurídico. Al respecto, pueden consultarse las Sentencias de 31 de marzo de 1981 y, de 28 de 
abril de 1982, en http://www.tribunalconstitucional.es/es/Paginas/Home.aspx 

http://www.tribunalconstitucional.es/es/Paginas/Home.aspx
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común, responsabilidad, justicia social, distribución y redistribución de los productos y 
bienes sociales, para vivir bien”7.  
 
Considérese además, que la misma Ley Fundamental en su artículo 178 parágrafo I 
establece determinados principios rectores para una correcta e idónea administración de 
justicia en el país, al disponer expresamente que: “La potestad de impartir justicia 
emana del pueblo boliviano y se sustenta en los principios de independencia, 
imparcialidad, seguridad jurídica, publicidad, probidad, celeridad, gratuidad, 
pluralismo jurídico, interculturalidad, equidad, servicio a la sociedad, participación 
ciudadana, armonía social y respeto a los derechos (humanos)”, (el agregado me 
corresponde), y que se encuentran estrechamente relacionados al ejercicio de la función 
jurisdiccional en materia constitucional. 
 
Sobre la independencia e imparcialidad, como cualidades indispensables que debe 
poseer todo Juez(a) Constitucional o los miembros del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, es importante rescatar los alcances del Principio de Juez Natural, que 
han sido ampliamente desarrollados por la jurisprudencia constitucional contenida en la 
Sentencia Constitucional Nº 0491/2003-R de fecha 15 de abril de 2003, en el siguiente 
sentido:  
 

“Uno de los elementos esenciales de la garantía del debido proceso es el 
derecho al juez natural competente, independiente e imparcial; debiendo 
entenderse por Juez competente aquel que de acuerdo a las normas jurídicas 
previamente establecidas, conforme criterios de territorio, materia y cuantía, es 
el llamado para conocer y resolver una controversia judicial; Juez 
independiente aquel que, como se tiene referido, resuelve la controversia exenta 
de toda ingerencia o intromisión de otras autoridades o poderes del Estado; y 
Juez imparcial aquel que decida la controversia judicial sometida a su 
conocimiento exento de todo interés o relación personal con el problema, 
manteniendo una posición objetiva al momento de adoptar su decisión y emitir 
la resolución. El cumplimiento de estos requisitos que hacen al juez natural 
permite garantizar la correcta determinación de los derechos y obligaciones de 
las personas; de ahí que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuya 
jurisprudencia es vinculante para la jurisdicción interna, en su Sentencia de 31 
de enero de 2001 (Caso Tribunal Constitucional del Perú, párrafo 77), ha 
establecido que 'toda persona sujeta a juicio de cualquier naturaleza ante un 
órgano del Estado deberá contar con la garantía de que dicho órgano sea 
competente, independiente e imparcial'".  

 
De lo referido anteriormente, se puede concluir que en todo proceso (en sede 
jurisdiccional o administrativa), en el que se vaya a adoptar una decisión final a través 
de una sentencia o acto administrativo definitivo, según se trate de un proceso tramitado 
ante autoridad judicial o administrativa, es necesario que la autoridad (unipersonal o 
colegiada) sea: a) competente para conocer y resolver la controversia, porque 
previamente ha sido determinada por ley (Principio de Legalidad) en razón a materia, 
territorio, turno, etc., lo que implica que ninguna persona puede ser sometida al 
                                                            
7 Sin embargo de lo anterior, en las normas previstas por la Ley Fundamental, también subyacen los principios de: 
soberanía popular (artículo 7) separación de funciones (artículo 12), supremacía constitucional y jerarquía normativa 
(artículo 410), seguridad jurídica (artículo 178), legalidad (artículo 180), irretroactividad (artículo 123) y publicidad de 
las leyes (artículo 164), entre otros. 
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conocimiento de una autoridad que es incompetente para conocer o resolver su 
controversia; b) independiente que es aquella autoridad que resuelve la controversia al 
margen de presiones que pudieran ser ejercidas por personas u otras autoridades, 
sometiéndose únicamente al derecho; y, c) imparcial que implica que la autoridad no 
debe tener opinión anticipada sobre el resultado final del asunto que conoce, y tampoco 
dejarse influenciar por nadie ni con nada, a favor ni en contra de alguna de las partes, 
sino mantener una posición objetiva a tiempo de pronunciar su decisión final; ello de 
acuerdo al entendimiento jurisprudencial contenido en la Sentencia Constitucional Nº 
0009/2004-R de 28 de enero de 2004. La inobservancia de éstos entendimientos 
jurisprudenciales, inevitablemente significaría una vulneración directa al derecho al juez 
natural, que como elemento de la garantía del debido proceso, ahora se halla contenido 
en el artículo 120, parágrafo I constitucional, que establece: “Toda persona tiene 
derecho a ser oída por una autoridad jurisdiccional competente, independiente e 
imparcial, y no podrá ser juzgada por comisiones especiales ni sometida a otras 
autoridades jurisdiccionales que las establecidas con anterioridad al hecho de la 
causa. (…)”.8 
 
Sobre la seguridad jurídica, es necesario hacer notar que actualmente el Tribunal 
Constitucional Plurinacional ha realizado una modulación del entendimiento 
jurisprudencial expuesto inicialmente en el Auto Constitucional Nº 287/99-R de 28 de 
octubre (que fue desarrollado posteriormente en la Sentencia Constitucional Nº 
0753/2003- R, de 4 de junio), en sentido de considerar a la seguridad jurídica, no como 
un derecho protegible por vía de una acción tutelar, sino como un principio inherente a 

                                                            
8 Respecto a la protección y tutela que brinda la ahora acción de amparo constitucional contra actos lesivos a la 
garantía del debido proceso en su elemento Juez Natural, cuyo núcleo está compuesto por tres elementos a saber: 
la competencia, la imparcialidad y la independencia, el Tribunal Constitucional se ha pronunciado, mediante la 
Sentencia Constitucional Nº0099/2010-R, de 10 de mayo, que modula la Sentencia Constitucional Nº0585/2005-R, y 
todas aquellas que tengan el mismo entendimiento, en lo pertinente al elemento competencia de la garantía del juez 
natural que debe ser protegido por el recurso directo de nulidad de acuerdo a las condiciones expuestas en los 
Fundamentos Jurídicos III.5 y III.6 de dicha Sentencia; con la aclaración de que el acto administrativo o jurisdiccional 
tachado de incompetente debe ser de carácter definitivo; es decir, que se deben agotar previamente los 
mecanismos internos efectivos para la restitución de la garantía de competencia, glosando las partes pertinentes al 
caso planteado. En efecto el referido fallo constitucional ha establecido que: “(…) las reglas del debido proceso se 
encuentran protegidas por el amparo constitucional, mecanismo de resguardo constitucional que incluye al 
compartimento referente al juez natural, pero solamente en cuanto a sus elementos imparcialidad e independencia; 
por el contrario, debido a la naturaleza y alcances que en este Estado Social y Democrático de Derecho reviste la 
“competencia”, en el ordenamiento jurídico-constitucional boliviano, esta garantía se encuentra protegida por un 
mecanismo de defensa específico que es el recurso directo de nulidad. En esta perspectiva, establecer una 
conclusión diferente, sería contraria al principio de unidad constitucional e implicaría aceptar disfunciones de 
mecanismos de defensa a los derechos específicos, que en su naturaleza jurídica no tienen contradicción ni 
paralelismo alguno. (…) En la esfera jurisdiccional y en concordancia con el art. 79.II de la LTC, existen también tres 
supuestos claros que forman el “núcleo esencial” de esta garantía, siendo por tanto nulas las decisiones emitidas 
por autoridades judiciales en los siguientes supuestos: i) Resoluciones emitidas en ejercicio de jurisdicción o 
potestad que no emane de la Ley; ii) Las resoluciones o actos pronunciados por autoridad que usurpe funciones que 
no le compete; iii) Resoluciones pronunciadas por autoridad jurisdiccional que hubiere cesado en sus funciones. En 
mérito a lo señalado, se puede determinar que el antes recurso de amparo constitucional, ahora acción de amparo, 
es un mecanismo de protección eficaz y pertinente para el resguardo del derecho al debido proceso en todos sus 
elementos incluido el juez natural, pero, solamente en sus elementos imparcialidad e independencia, en ese sentido, 
debe precisarse que la protección del tercer componente del juez natural; el referente a la competencia en cuanto a 
los supuestos de hecho antes descritos; es decir, usurpación de funciones que no estén mencionadas por ley, 
ejercicio de potestad administrativa que no emane de la ley, resoluciones judiciales emitidas en ejercicio de 
jurisdicción que no emane de la ley o pronunciadas por autoridad jurisdiccional suspendida en el ejercicio de sus 
funciones o que hubieren cesado en las mismas; se encuentran resguardados específicamente por el recurso 
directo de nulidad”. 
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todo el ordenamiento jurídico. Así por ejemplo, en cuanto a la seguridad jurídica que 
fue invocada en su momento por los accionantes en un proceso constitucional, como 
derecho fundamental, el Tribunal Constitucional Plurinacional, a través de la Sentencia 
Constitucional 0096/2010-R de 4 de mayo, estableció que:  
 

"…si bien la Constitución Política del Estado abrogada (1994), en el catálogo 
de derechos fundamentales contenidos en su art. 7 inc. a), establecía que toda 
persona tiene el derecho: 'A la vida, la salud y la seguridad', a partir de lo cual, 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional estableció la consagración del 
'derecho a la seguridad jurídica' como derecho fundamental, y en su mérito, 
ante la constatación de su vulneración, en repetidas ocasiones otorgó la tutela 
del amparo. No obstante, al presente, y en vigencia de la Constitución Política 
del Estado promulgada el 7 de febrero de 2009, la seguridad jurídica, no se 
encuentra consagrada como derecho fundamental, sino como un principio que 
sustenta la potestad de impartir justicia emanada del pueblo (art. 178 de la 
CPE); y por otro lado, como un principio articulador de la economía plural en 
el modelo económico boliviano (art. 306.III de la CPE). Esta característica 
actual, es coincidente con lo establecido por otra Constitución y Tribunal 
Constitucional, tal el caso de España que en su Constitución en el art. 9.3, 
establece a la seguridad jurídica como principio, y en su jurisprudencia, a 
través de la STC 3/2002 de 14 de enero, ha señalado que: '…la seguridad 
jurídica es un principio general del ordenamiento jurídico y un mandato 
dirigido a los poderes públicos que no configura, sin embargo, derecho 
fundamental alguno a favor de los ciudadanos que pueda interesarse en el 
proceso constitucional de amparo. Asimismo, se agregó que, en la realidad 
jurídica nacional actual, se debe tener claramente establecido que 'la seguridad 
jurídica' al ser un principio, no puede ser tutelado por el recurso o acción de 
amparo constitucional que tiene por finalidad proteger derechos fundamentales 
-no principios-, reconocidos por la Constitución, las normas internacionales de 
derechos humanos reconocidos y/o ratificados por el país (que conforman el 
bloque de constitucionalidad) y las leyes; sin embargo, por su reconocimiento 
constitucional, no puede ser inobservado por las autoridades jurisdiccionales 
y/o administrativas, a momento de conocer y resolver un caso concreto sometido 
a su competencia, por tanto es de inexcusable cumplimiento. De tal manera que 
cuando se viola un derecho fundamental en esa instancia procesal sea judicial o 
administrativa, deviene en la inobservancia a este principio de orden general y 
procesal, es decir, es un efecto o consecuencia. Al respecto, en un entendimiento 
coherente con este razonamiento, el Tribunal Constitucional Plurinacional en la 
SC 0070/2010-R de 3 de mayo, señaló que: '…la seguridad jurídica como 
principio emergente y dentro de un Estado de Derecho, implica la protección 
constitucional de la actuación arbitraria estatal; por lo tanto, la relación 
Estado-ciudadano(a) debe sujetarse a reglas claras, precisas y determinadas, en 
especial a las leyes, que deben desarrollar los mandatos de la Constitución 
Política del Estado, buscando en su contenido la materialización de los 
derechos y garantías fundamentales previstos en la Ley Fundamental, es decir, 
que sea previsible para la sociedad la actuación estatal; este entendimiento está 
acorde con el nuevo texto constitucional, que en su art. 178 dispone que la 
potestad de impartir justicia emana del pueblo boliviano y se sustenta, entre 
otros, en los principios de independencia, imparcialidad, seguridad jurídica, 
probidad y celeridad" (el subrayado me corresponde). 
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Cabe precisar también, que el debido proceso en el ámbito normativo –y de acuerdo a lo 
ampliamente expuesto en la Sentencia Constitucional Nº 2104/2012,  de fecha 8 de 
noviembre de 2012– se manifiesta en una triple dimensión, pues por una parte, se 
encuentra reconocido como un derecho humano por instrumentos internacionales en la 
materia como el Pacto de San José de Costa Rica (art. 8) y el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (art. 14), que conforme al art. 410.II de la CPE forman 
parte del bloque de constitucionalidad, y también se establece como un derecho en el 
art. 115.II de la misma norma; al mismo tiempo, a nivel constitucional, se le reconoce 
como derecho fundamental y como garantía jurisdiccional, configuración jurídica 
contemplada ya por el art. 16 de la CPEabrg, que se ha mantenido y precisado en el art. 
117.I de la CPE que dispone: “Ninguna persona puede ser condenada sin haber sido 
oída y juzgada previamente en un debido proceso…”.  
 

“En consonancia con los tratados internacionales citados, a través de la 
jurisprudencia constitucional se ha establecido que los elementos que componen 
al debido proceso son el derecho a un proceso público; derecho al juez natural; 
derecho a la igualdad procesal de las partes; derecho a no declarar contra sí 
mismo; garantía de presunción de inocencia; derecho a la comunicación previa 
de la acusación; derecho a la defensa material y técnica; concesión al 
inculpado del tiempo y los medios para su defensa; derecho a ser juzgado sin 
dilaciones indebidas; derecho a la congruencia entre acusación y condena; la 
garantía del non bis in idem; derecho a la valoración razonable de la prueba; 
derecho a la motivación y congruencia de las decisiones (SSCC 0082/2001-R, 
0157/2001-R, 0798/2001-R, 0925/2001-R, 1028/2001-R, 1009/2003-R, 
1797/2003-R, 0101/2004-R, 0663/2004-R, 022/2006-R, entre otras); sin 
embargo, esta lista en el marco del principio de progresividad no es limitativa, 
sino más bien enunciativa, pues a ella se agregan otros elementos que hacen al 
debido proceso como garantía general y que derivan del desarrollo doctrinal y 
jurisprudencial de este como medio para asegurar la realización del valor 
justicia; en ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la 
Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999, ha manifestado: 'En 
opinión de esta Corte, para que exista «debido proceso legal» es preciso que un 
justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma 
efectiva y en condiciones de igualdad procesal con otros justiciables. Al efecto, 
es útil recordar que el proceso es un medio para asegurar, en la mayor medida 
posible, la solución justa de una controversia. A ese fin atiende el conjunto de 
actos de diversas características generalmente reunidos bajo el concepto de 
debido proceso legal. El desarrollo histórico del proceso, consecuente con la 
protección del individuo y la realización de la justicia, ha traído consigo la 
incorporación de nuevos derechos procesales. (…) Es así como se ha 
establecido, en forma progresiva, el aparato de las garantías judiciales que 
recoge el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al 
que pueden y deben agregarse, bajo el mismo concepto, otras garantías 
aportadas por diversos instrumentos del Derecho Internacional'.  

 
Así configurado, es preciso recordar que el derecho y garantía genérica del 
debido proceso no se restringe en su aplicación al ámbito jurisdiccional 
solamente, sino que es extensiva a cualquier procedimiento en el que deba 



 
8 

determinarse una responsabilidad (SSCC 0042/2004 y 1234/2000-R entre 
otras).  

 
Resumiendo, podemos decir que el debido proceso ha sufrido una 
transformación de un concepto abstracto que perseguía la perfección de los 
procedimientos, es decir que daba preeminencia a la justicia formal, a un ideal 
moderno que destaca su rol como única garantía fundamental para la 
protección de los derechos humanos. El debido proceso constitucional no se 
concreta en las afirmaciones positivizadas en normas legales codificadas, sino 
que se proyecta hacia los derechos, hacia los deberes jurisdiccionales que se 
han de preservar con la aspiración de conseguir un orden objetivo más justo, es 
decir, el debido proceso es el derecho a la justicia lograda a partir de un 
procedimiento que supere las grietas que otrora lo postergaban a una simple 
cobertura del derecho a la defensa en un proceso.  

 
Por otra parte, el debido proceso también es considerado como un principio, 
que emanó del principio de legalidad penal en su vertiente procesal, y que 
figura como un principio de administración de justicia en el art. 180 de la CPE.  

 
Concluyendo este punto, se debe remarcar que, como se aprecia de las citas de 
los artículos 115.II y 117.I de la CPE, efectuadas anteriormente, la Constitución 
vigente, en el marco de las tendencias actuales del Derecho Constitucional ha 
plasmado de manera expresa el reconocimiento del debido proceso; derecho-
garantía-principio, respecto al que existe consenso en la doctrina y la 
jurisprudencia en cuanto al contenido e implicaciones referidos por la 
jurisprudencia glosada, la que por ello guarda estrecha congruencia con la 
carta fundamental vigente y es plenamente aplicable, a pesar de haber sido 
desarrollada en el marco de la abrogada, resaltando que su carácter de derecho 
fundamental lo hace exigible ante cualquier procedimiento, sea público o 
privado.  

 
En similar sentido se pronunció la SC 0086/2010-R de 4 de mayo, que sostuvo 
que: '…el debido proceso, consagrado en el texto constitucional en una triple 
dimensión, en los arts. 115.II y 117.I como garantía, en el art. 137 como 
derecho fundamental y en el art. 180 como principio procesal; y, en los arts. 8 
del Pacto de San José de Costa Rica y 14 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (PIDCP), como derecho humano (…)'.  

 
En mérito a lo anteriormente desarrollado, y tomando en cuenta el nuevo 
entendimiento asumido por el Tribunal Constitucional mediante su 
jurisprudencia, es necesario concluir recalcando que este derecho fundamental 
no se satisface solamente con el cumplimiento mecánico de las reglas formales, 
sino que tiene una naturaleza protectora de fondo, es decir, que si bien es 
importante el tratar de que se logre el objetivo de llevar adelante un proceso sea 
este administrativo o judicial- sin errores formales, es aun más importante, si 
cabe el término, el velar por un orden justo, o mejor dicho en otras palabras, 
velar por la justicia material.  

 
Este entendimiento consiste básicamente en el papel que debe desempeñar el 
juez o del tribunal colegiado que tiene por especial misión el administrar la 
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jurisdicción constitucional, dentro de su tarea de velar por la protección de los 
derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política del Estado, por 
lo que tendrá casos especiales en los que se tendrán que evaluar el 
cumplimiento del debido proceso formal y material, en los que posiblemente, los 
hechos denunciados se acomoden dentro de las leyes y estatutos que normen 
este tipo de situaciones, es decir, que las autoridades demandadas hayan 
cumplido con la normativa aplicable al caso, entonces nos encontramos con un 
debido proceso formal, sin embargo, si del análisis se establece que dicha 
normativa es de por si restrictiva de los derechos de defensa, o vulnere la 
seguridad jurídica de la administración de justicia y de los propios accionantes, 
entonces el juzgador deberá conceder la tutela precautelando sobre todo el 
orden justo y el debido proceso material” (el subrayado del texto, me 
corresponde). 

 
2. Principios inherentes a los Procesos Constitucionales 
 
Entre los Principios procesales de la Justicia Constitucional, que se establecen en los 
artículos 3 y 4 del nuevo CPConst., se mencionan: la Conservación de la Norma, la 
Dirección del Proceso, el Impulso de oficio, la Celeridad, el No formalismo, la 
Concentración, la Motivación y la Comprensión efectiva, además del Principio de 
Presunción de Constitucionalidad.  
 
Como se puede ver, se intenta consagrar principios procesales que se conocen 
inherentes a todo tipo de proceso, sin haber reparado en que los retos actuales de la 
administración de justicia constitucional son esencialmente: la ponderación justa, el 
sano juicio, la prudencia, la objetividad, la honradez e imparcialidad, que 
simultáneamente vienen a ser las cualidades indispensables que debe poseer el(la) 
nuevo(a) juez(a) constitucional en nuestro país, y que deben ser resguardadas a través de 
los Principios Procesales. 
 
Ahora bien, para mejorar y optimizar las normas que contiene el nuevo CPConst., debió 
haberse considerado que los principios que rigen los procesos constitucionales, se 
encuentran dirigidos esencialmente a señalar la forma en que deben interpretarse las 
normas procesales que se aplicarán a los conflictos jurídico-constitucionales en el 
ámbito normativo, competencial y/o tutelar, constituyéndose en la base sobre la cual 
debe construirse todo proceso constitucional ajustado a las reglas mínimas del debido 
proceso constitucional9, como garantía de legalidad y justicia.  
                                                            
9 El jurista chileno Juan Colombo Campbell, en su amplio estudio sobre el debido proceso constitucional, señala lo 
siguiente: “El proceso constitucional representa un especie dentro del género de los procesos jurisdiccionales, y se 
concibe como aquel mediante el cual un tribunal constitucional, aplicando directamente la Constitución como norma 
decisoria litis, decide un conflicto en materias de su competencia. Este proceso, por su trascendencia y por los 
efectos erga omnes que generalmente tienen las decisiones que le ponen término, a diferencia de las comunes que 
son relativas, debe cumplir, como ninguno, con los requisitos que la Constitución, la ley y la doctrina exigen para que 
pueda ser calificado como debido. (…) En España, la jurisprudencia de su Tribunal Constitucional, en el ámbito de la 
tutela efectiva de los derechos, consagrada por el artículo 24 de la Constitución, ha declarado en sentencias 
recientes y reiteradas que entre las garantías que comprende está la del ‘derecho a un juicio justo’, señalándose en 
ellas los elementos que deben concurrir para que pueda denominarse como proceso justo. Esta nueva faceta lo 
exhorta a ser justo, lo que impone un evidente compromiso del constituyente, del legislador y de los jueces a 
incorporarle estímulos que se traduzcan en un plus de valores filosóficos, subjetivos y mutables, los que unidos a las 
exigencias y principios que se le exigen para ser debido generarán, como resultado final, el concepto de debido y 
justo proceso constitucional a que aspiramos. (…) Todo proceso siempre deberá ser debido, pero no siempre 
logrará el ideal de ser justo. Si el proceso no es debido, estaremos frente a un proceso viciado, que podrá 
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En este sentido, los principios procesales se pueden entender como las directrices o 
líneas rectoras dentro de cuyo marco deben desarrollarse las distintas instituciones del 
proceso constitucional; y, entre las funciones que cumplen los principios procesales -de 
donde deriva su enorme importancia-, se encuentran: i) Servir de base previa al 
legislador para estructurar las instituciones de un proceso, en diversos sentidos; ii) 
Facilitar el estudio comparativo de los diversos ordenamientos procesales vigentes en 
la actualidad; iii) Constituirse en instrumentos interpretativos de gran valor. 
 
Sin embargo, ciertamente la Ley escrita no puede abarcar todas las posibilidades, casos 
futuros o eventualidades que pueden presentarse como consecuencia de la interrelación 
de sujetos en el proceso, dado que muchas veces los hechos emergentes, resultan ser 
desconocidos para las normas y disposiciones agrupadas en un Código, por lo que, no 
siempre se logra dar una solución concreta a éstos problemas; es por ello que, una vez 
que estas situaciones se presentan, el(la) Juez(a) Constitucional o los miembros del 
Tribunal de Garantías Constitucionales, deben proceder a llenar esa laguna normativa a 
través de la aplicación de los Principios Generales del Derecho, y específicamente los 
Principios Procesales establecidos expresamente tanto por la Constitución (artículo 178, 
parágrafo I, constitucional) como por la Ley respectiva (artículo 3 de la Ley del TCP), 
además de los previstos en el CPConst, anteriormente citados.  
 
Entre los principios procesales que resaltan por su utilidad e importancia para la 
sustanciación de los procesos constitucionales, y que debieron ser considerados en el 
catálogo establecido en el nuevo CPConst., se pueden mencionar los siguientes10: 
 

1) Principio Dispositivo, en virtud del cual se hace recaer en los litigantes (las 
partes o sujetos procesales con legitimación suficiente), por una parte la tarea de 
estimular e iniciar la función jurisdiccional, y por otra, la de suministrar todos 
los materiales de hecho (material probatorio) sobre los que deberá tratar la 
decisión del Juez(a) Constitucional, sea que se trate de un proceso constitucional 
de única instancia, o cuando el mismo se encuentre en instancia de revisión, 
según el caso. En otras palabras, la vigencia de éste principio se manifiesta en 

                                                                                                                                                                              
invalidarse por la vía de la nulidad procesal. En cambio, si es injusto su corrección dependerá de si existen o no 
recursos para remediar el agravio que tal situación produjo. Esto último resulta especialmente importante de tener 
en cuenta en los procesos constitucionales que, por regla general y por su naturaleza, no son susceptibles de 
recurso alguno ni de control disciplinario. Nuestra meta, por cuyo logro luchamos y lucharemos, es que el proceso 
constitucional reúna ambos atributos y, como su natural consecuencia, se haga merecedor a ser finalmente 
calificado como debido y justo. (…)”. Juan COLOMBO CAMPBELL. El Debido Proceso Constitucional. En: ANUARIO DE 
DERECHO CONSTITUCIONAL LATINOAMERICANO – 2004. Tomo I. Montevideo - Uruguay: Fundación Konrad Adenauer, 
2004. Págs. 158-161. Este trabajo, ahora se encuentra disponible virtualmente en la siguiente dirección: 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/dconstla/cont/2004.1/pr/pr10.pdf  
10 Los principios que aquí se mencionan brevemente, y otros inherentes al desarrollo del proceso como tal, se 
encuentran ampliamente detallados en: Gonzalo CASTELLANOS TRIGO. Proceso Ordinario, Sumario y Sumarísimo. 
Tarija (Bolivia): Talleres Gráficos Gaviota del Sur S.R.L., 2010. Págs. 15-36. Sobre éste aspecto, algunos autores 
consideran que los principios fundamentales del Derecho Procesal Constitucional, serían los siguientes: 1. Es de 
orden público e interés general; 2. Carácter exclusivo y obligatorio de la función jurisdiccional del Estado; 3. 
Independencia de la autoridad judicial; 4. Imparcialidad absoluta de los funcionarios judiciales; 5. Igualdad de las 
partes ante la ley procesal; 6. Necesidad de oír a las partes, con el fin de garantizarles el derecho de defensa; 7. 
Publicidad del proceso (no en todos); 8. Obligatoriedad de los procedimientos establecidos en la ley; 9. Principio de 
que la sentencia no crea, sino que declara derechos; 10. Principio de la verdad procesal; 11. Principio de la cosa 
juzgada. El desarrollo de éstos principios, puede verse en el interesante ensayo de: Hernán Alejandro OLANO 
GARCÍA. Contribuciones al Derecho Procesal Constitucional  –Sus principios–. En: Revista Vniversitas. Bogotá 
(Colombia) N° 112: 35-61, julio-diciembre de 2006. Ahora disponible una versión digital en: http://bit.ly/kxFY6T 

http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/dconstla/cont/2004.1/pr/pr10.pdf
http://bit.ly/kxFY6T
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los siguientes aspectos mínimos: iniciativa, titularidad del derecho cuya 
vulneración se denuncia, impulso procesal, delimitación del thema decidendum, 
y la aportación de los hechos y suministros de las pruebas pertinentes11. 
 
Sin embargo, éste principio ahora encuentra su complemento en el Principio de 
Impulso de Oficio que se ha incorporado al nuevo CPConst., y que básicamente 
consiste en que “las diferentes actuaciones procesales se efectuarán sin 
necesidad de petición de las partes”, debiendo especificarse que éste mandato, 
constituye una directriz específicamente aplicable al(la) Juez(a) Constitucional 
y/o a los miembros del Tribunal de Garantías Constitucionales en el ejercicio de 
sus funciones, dejándose claramente establecido que no se encuentran exentos 
de dar el impulso y la celeridad procesal12 necesarias a los procesos 
constitucionales que son sometidos a su conocimiento, bajo el pretexto de una 
presunta falta de seguimiento al trámite por alguna de las partes, en razón de 
tratarse precisamente de la tutela de derechos fundamentales, aunque puede 
tratarse también de la aplicación de disposiciones legales que presuntamente se 
hallen en conflicto con las normas de la Constitución y que podrían afectar la 
vigencia de esos derechos, lo cual indudablemente merece atención inmediata. 
 
Conviene señalar también que la jurisprudencia constitucional, en relación al 
Principio de Dirección Judicial del Proceso, ha establecido el siguiente 
entendimiento: “Mediante el principio de dirección judicial del proceso, se 
infiere que la autoridad judicial queda compelida a impulsar de oficio -cuando 
corresponda- el trámite de la causa, adecuar la exigencia de las formalidades a 
los fines del proceso, interpretar y aplicar a las leyes según los preceptos y 
principios constitucionales -con el deber imperativo de tramitar con carácter 
preferencial los procesos-, expedir sentencia cumpliendo los requisitos que la 
misma debe contener y, en el caso de la expedición estimativa de medidas 
cautelares, exigir apariencia de buen derecho (bonus fumus iures), evitando el 
peligro en la demora (periculum in mora). Siguiendo la tendencia moderna, el 
principio de la dirección judicial, convierte hoy en día al juez en una autoridad 

                                                            
11 Así por ejemplo, en cuanto a la forma de presentación de las Acciones de Defensa, el nuevo CPConst., establece 
el Principio de No Formalismo, que rige esencialmente para que las mismas no requieran de la observancia de 
requisitos formales, entendiéndose que en caso de que exista algún defecto u omisión de requisitos de contenido o 
especificación de derechos, éstas omisiones deben ser superadas por el Juez(a) Constitucional o Tribunal de 
Garantías Constitucionales que conozca la acción y que actúa en el caso concreto como controlador de garantías 
constitucionales; asimismo, debe tenerse en cuenta que dichas autoridades jurisdiccionales están supeditadas al 
Principio de Certeza o de Verdad Material, lo cual implica que para decidir por la concesión o denegación de la 
tutela que se demande, deben hacerlo en base a las pruebas objetivas que conlleven dicha determinación (Cfr. 
Sentencia Constitucional Nº 1603/2011-R, de fecha 11 de octubre de 2011).  
12 Con relación a la celeridad procesal vinculada al derecho a la libertad, corresponde recordar que la Sentencia 
Constitucional Nº 0900/2010-R de fecha 10 de agosto, retrotrayendo un criterio jurisprudencial, afirma: “…toda 
autoridad que conozca de una solicitud en la que se encuentre involucrado el derecho a la libertad física, tiene el 
deber de tramitarla con la mayor celeridad posible, o cuando menos dentro de los plazos razonables, pues de no 
hacerlo podría provocar una restricción indebida del citado derecho, lo que no significa, que siempre tendrá que 
otorgar o dar curso a la solicitud en forma positiva, pues esto dependerá de las circunstancias y las pruebas que se 
aporten en cada caso, dado que se reitera la lesión del derecho a la libertad física, está en la demora o dilación 
indebida de una solicitud de tal naturaleza, vale decir, que si la solicitud es negada de acuerdo a una compulsa 
conforme a Ley no es ilegal siempre que esa negativa se la resuelva con la celeridad que exige la solicitud”; es 
decir, que el principio de celeridad procesal, impone a quienes imparten justicia, actuar con diligencia despachando 
los asuntos sometidos a su conocimiento, sin dilaciones indebidas, exigencia que se hace más apremiante en 
aquellos casos vinculados a la libertad personal, aún cuando no exista una norma que establezca un plazo mínimo. 
(Cfr. Sentencia Constitucional Nº 1739/2011-R, de fecha 7 de noviembre de 2011). 
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dinámica y no en un simple “convidado de piedra”. Recogiendo este postulado, 
la Constitución Política del Estado, en su art. 115, haciendo armonía con la 
doctrina, precisa: “I. Toda persona será protegida oportuna y efectivamente 
por los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos. 
II. El Estado garantiza el derecho al debido proceso, a la defensa y a una 
justicia plural, pronta, oportuna, gratuita, transparente y sin dilaciones” 
(negrillas agregadas). En el mismo sentido, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) en su art. 8, referido a 
las garantías judiciales, dispone: “1. Toda persona tiene derecho a ser oída, 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella…”. 
(Cfr. Sentencia Constitucional Plurinacional Nº0015/2012, de 16 marzo de 
2012) 
 

2) Principio de Congruencia, que se expresa concretamente en la Resolución 
Constitucional definitiva, dado que el(la) Juez(a) Constitucional o los miembros 
del Tribunal de Garantías Constitucionales, a quienes corresponda conocer del 
proceso, sólo pueden resolver conforme a lo peticionado y alegado por las partes 
en la Acción Tutelar, así como en la contestación y prueba aportada de contrario 
(autoridad o particular recurridos), lo que implica que sólo está autorizado a 
pronunciarse sobre las pretensiones jurídicas concretas planteadas 
oportunamente en el proceso constitucional. En consecuencia, si la jurisdicción 
constitucional responde en mayor o menor medida, o en sentido diferente de lo 
que fue motivo de controversia, en la pretensión jurídica de los accionantes o en 
la expresión de agravios constitucionales, esa falta de correspondencia llegaría a 
contradecir y vulnerar el principio procesal de congruencia en el ámbito 
constitucional. 
 
Sin embargo, eventualmente en la instancia de revisión, podrían presentarse 
algunos casos de aparente incongruencia, como por ejemplo: cuando el TCP 
pretenda decidir y pronunciarse sobre cuestiones que fueron consentidas por el o 
los recurrentes, y que no hubieran sido objeto de expresión de agravios 
constitucionales; cuando injustificadamente omita pronunciarse sobre las 
cuestiones que efectivamente constituyeron la expresión de los agravios 
constitucionales denunciados en la Acción de Defensa o Recurso Constitucional; 
o en su caso, cuando se modifique la situación jurídica del accionante o 
recurrente, con una decisión que llegue a perjudicarlo como consecuencia de la 
interposición de la Acción de Defensa o Recurso Constitucional, situaciones 
éstas que provocarían una grave lesión al derecho de defensa y que hacen 
impugnable la decisión, convirtiéndola en absolutamente cuestionable ante 
instancias internacionales de protección de derechos humanos13. 

                                                            
13 El principio de congruencia adquiere manifiesta relevancia en dos ámbitos, por una parte respecto al proceso 
como unidad, pues al delimitar el campo de acción de las partes y del órgano jurisdiccional, condiciona su 
desenvolvimiento; por otra, respecto a la estructura de la resolución, a fin de que absuelva todos los puntos puestos 
a consideración del juzgador. Conviene en ese sentido recordar que precisando los alcances del principio de 
congruencia, aunque respecto a materia penal, en la Sentencia Constitucional Nº1312/2003-R, de 9 de septiembre 
se plasmó el siguiente entendimiento: ´...a fin de resolver la problemática planteada, resulta menester referirnos a 
los alcances del principio de congruencia, que cobra relevancia en cualquier naturaleza de proceso, en especial en 
materia penal, pues este marca el ámbito en el que la parte querellante va a aportar sus pruebas tomando como 
base los delitos que denuncia, como también delimitaba el campo de acción en el que el juzgador va a dirigir el 
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Asimismo, cabe poner de relieve que éste Principio de Congruencia, sólo puede 
ser aplicable a los conflictos tutelares, y no así a los conflictos normativos, en 
donde es indispensable realizar un test de constitucionalidad de la norma 
impugnada, y en aplicación del Principio de Conservación de la Norma, se 
deben analizar también las normas conexas con la norma impugnada, que –aún 
cuando no hubieran sido mencionadas en la Acción de Inconstitucionalidad– se 
encuentren relacionadas en su ámbito de aplicación o sus efectos, y que deban 
eventualmente ser mantenidas en el ordenamiento jurídico, o en su caso 
expulsadas del mismo por su posible contradicción con los preceptos de la 
Constitución, de lo cual se justifica la necesidad de su incorporación, por su 
relevancia para los procesos constitucionales, encontrándose ahora regulado éste 
Principio, en el numeral 1 del artículo 3 del nuevo CPConst., al establecer que 
en los casos en que una Ley admita diferentes interpretaciones, el Tribunal 
Constitucional Plurinacional en todo momento deberá optar por aquella 
interpretación que sea compatible con el texto constitucional. 
 

3) Principio de Contradicción, denominado también como Principio de 
Bilateralidad o Controversia, se deriva del principio constitucional de la 
inviolabilidad de defensa en juicio (artículo 119, parágrafo II constitucional), y 
solamente encuentra su plena realización, a través del principio de audiencia, es 
decir, dentro de un auténtico régimen que en mi criterio se puede denominar: 

                                                                                                                                                                              
proceso y finalmente señala también de la misma forma que en ese marco ha de asumir defensa el imputado o 
procesado, siendo por tanto -como se dijo- de mucha importancia en especial para este último sujeto procesal, que 
a tiempo de asumir defensa se le haga conocer por qué delito se le está juzgando, de manera que sobre esa 
acusación él pueda desvirtuar la misma, alegando, proponiendo pruebas y participando en la práctica probatoria y 
en los debates, para lo que resulta obvio, que necesariamente debía conocer con antelación suficiente los delitos 
que se le acusaban, sin que la sentencia posteriormente pueda condenarle por algo de lo que antes no se acusó y 
respecto de lo cual consiguientemente no pudo articular su estrategia exigida, como le garantizaba la Ley´. En 
relación al segundo ámbito en el que se manifiesta el principio de congruencia, es decir respecto a la estructura de 
la resolución, la Sentencia Constitucional Nº1009/2003-R de 18 de julio de 2003, el Tribunal Constitucional refirió: 
´…el juzgador también deberá observar estrictamente el principio de congruencia, el mismo que no sólo requiere ser 
respetado en el transcurso del proceso entre una y otra resolución, sino que también es de observancia en el texto 
de una sola resolución, pues como establece el ordenamiento jurídico, toda resolución tiene una estructura básica 
que marca la estructura formal que tiene que respetarse. Así, en toda resolución, deben en principio identificarse las 
partes, una suma de las pretensiones así como también el objeto de la resolución, posterior a ello, tendrá que 
exponerse una parte relativa de lo demandado, otra relativa a los hechos comprobados por el juzgador, otra que 
exponga el razonamiento del juzgador más las normas legales que sustenten dicho razonamiento y finalmente la 
parte resolutiva que deberá -resulta por demás obvio- responder a las partes precedentes, lo que significa, que la 
decisión debe guardar completa correspondencia con todo lo expuesto a lo largo del texto de la resolución; si no se 
estructura de tal forma una resolución, ésta carecerá de consecuencia, puesto que luego de analizar, relatar y 
analizar determinados hechos se llegaría a resultados distintos, que darían lugar no sólo a la lesión del derecho a la 
seguridad jurídica que como hemos referido exige en el ámbito de la jurisdicción judicial en general la aplicación 
objetiva de las leyes, sino también se tendría como lesionado el principio referido y por ende el derecho al debido 
proceso, pues toda resolución es una construcción jurídica en la que el juzgador debe exponer todo no sólo 
guardando la estructura formal sino que el fondo contenido en dicha estructura sea armónico, de modo que 
realmente su decisión resulte una unidad emergente del estudio que haga de la causa´. El principio de congruencia 
cobra especial trascendencia cuando se resuelven recursos; sin embargo, es preciso anotar que -como ha 
entendido el Tribunal Constitucional en su jurisprudencia- para que haya pertinencia entre lo apelado y lo resuelto, 
no es necesario que tenga que existir una coincidencia exacta entre los fundamentos del recurso con los 
argumentos (estimatorios o desestimatorios) de la resolución, sino que a tiempo de resolverse el recurso ordinario, 
deben exponerse los motivos y razones por las que se dio curso o no a la pretensión que motivó la apelación (SC 
1797/2003-R de 5 de diciembre). 
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proceso constitucional por audiencia14 que se identifica con el mismo, dado que 
éste principio significa básicamente que el(la) Juez(a) Constitucional, o los 
miembros del Tribunal de Garantías Constitucionales, deben oír y escuchar en 
forma directa, las posturas y alegaciones de cada una de las partes que 
intervienen en el proceso constitucional, debiendo posibilitarse que esas 
posiciones jurídicamente fundamentadas, sean consideradas y valoradas por el 
juzgador al momento de emitir una decisión sobre el fondo del asunto, por lo 
que, su consagración expresa resultaba indispensable en el catálogo de 
principios del nuevo CPConst.; sin embargo, su ausencia en la enumeración de 
los principios procesales establecidos por el nuevo Código, no obsta a que su 
aplicación pueda materializarse a momento de la celebración de la audiencia 
convocada por el(la) Juez(a) Constitucional, a efecto de atender y resolver el 
conflicto jurídico constitucional que le sea presentado durante el ejercicio de sus 
funciones.  
 
En este sentido, el denominado Proceso Constitucional por Audiencia, se 
encuentra configurado esencialmente sobre la base de los principios de 
inmediación, concentración y publicidad.  
 
En este sentido, el Principio de Inmediación, se caracteriza porque posibilita el 
contacto directo y personal del juez con las partes y con el objeto mismo del 
proceso, excluyendo cualquier medio indirecto de conocimiento judicial; es 
decir, que a través de la inmediación se posibilita al juez que pueda dialogar 
directamente con las partes, los abogados, y otros sujetos que puedan intervenir 
en el proceso, lo que le permite ponderar no sólo las palabras, sino también las 
actitudes o reacciones, para poder precisar la verdad o falsedad de una 
declaración afirmativa o negativa, dado que el lenguaje gestual es generalmente 
mucho más esclarecedor que la palabra hablada.  
 
Por otro lado, el Principio de Concentración, permite la reunión de la mayor 
cantidad de actividad procesal indispensable de ser desarrollada por los sujetos 
procesales, en el menor número posible de actos procesales, con el objeto de 
evitar la dispersión procesal que muchas veces determina una especie de 
fragmentación del proceso, en una serie inacabable de diligencias accesorias, lo 
que perjudicaría una correcta apreciación de las pruebas propuestas y producidas 
válidamente en el proceso constitucional, lo que ciertamente es determinante 
para adoptar una decisión justa sobre el fondo del asunto.  
 
Finalmente, el Principio de Publicidad, se caracteriza porque exige la máxima 
difusión de la actividad procesal y de los actos procesales llevados a cabo por las 
partes, sin más limitaciones que las emergentes de la misma Ley, la moral y/o 
las buenas costumbres, además de los derechos de terceros con interés legítimo; 
por lo que, los actos procesales pueden ser presenciados y conocidos por todas 
las personas, incluyendo a quienes no son parte en el proceso, y ello se sustenta 

                                                            
14 Adoptamos como valedera la denominación de Proceso Constitucional por Audiencia, en el marco de la propuesta 
del “Proceso por Audiencia” diseñada en el Proyecto de Código del Proceso Civil, elaborado para Bolivia en 1997, 
mismo que básicamente se caracteriza por estar configurado sobre la base de los principios de inmediación, 
concentración y publicidad en el proceso, y que también debieran ser aplicados en todo proceso constitucional. Al 
respecto puede consultarse: PODER JUDICIAL DE BOLIVIA – ACADEMIA NACIONAL DE CIENCIAS JURÍDICAS. El Proceso por 
Audiencia. Curso de actualización de Derecho Procesal Civil. Sucre (Bolivia): Editorial Judicial, 2000. 
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en la muy conveniente idea de acordar a la opinión pública, un rol de 
fiscalización en la conducta de los operadores de justicia, y de los mismos 
justiciables15.  
 
Considerando las ventajas antes anotadas, podemos decir que éste nuevo 
Régimen del Proceso Constitucional por Audiencia, ahora se encuentra regulado 
expresamente entre las Normas Comunes de Procedimiento para las Acciones de 
Defensa (Acción de Libertad, de Amparo, de Protección de Privacidad, Acción 
Popular y de Cumplimiento), a cuyo efecto el artículo 36 del nuevo CPConst., 
establece que la Audiencia Pública se regirá bajo las siguientes reglas de 
procedimiento:  
 
“1. La audiencia será oral y su desarrollo constará en acta, pudiendo utilizarse 
otros medios de registro, excepto en los casos prohibidos por Ley; 2. La 
inasistencia de las partes no impedirá el desarrollo de la audiencia; 3. Se dará 
lectura a la acción y al informe o contestación; 4. Se escucharán las 
exposiciones de las partes. Si la Jueza, Juez o Tribunal, considerare oportuno, 
podrá escuchar a otras personas o representantes de instituciones propuestos 
por las partes; 5. Las partes podrán aportar las pruebas que demuestren los 
hechos que alegan, o en su caso las que desvirtúen los de la otra parte. La 
Jueza, Juez o Tribunal podrá desestimarlas cuando entienda que son 
impertinentes, o solicitar las que considere necesarias; 6. Durante el transcurso 
de la audiencia, la Jueza, Juez o Tribunal, podrá hacer las preguntas que crea 
oportunas para resolver el caso, controlará la actividad de los participantes y 
evitará dilaciones innecesarias; 7. En el desarrollo de la audiencia no podrán 
decretarse recesos hasta dictarse la correspondiente resolución. Para concluir 
la audiencia podrán habilitarse, si es necesario, horas extraordinarias; 8. La 
resolución que conceda o deniegue respectivamente la tutela solicitada, será 
emitida oralmente en la audiencia e inmediatamente ejecutada. Su lectura 
implicará la notificación a las partes que también la recibirán por escrito, 
mediante copia legalizada; 9. Los accionantes o accionados podrán solicitar 
aclaración, enmienda o complementación, en la audiencia o en el plazo de 
veinticuatro horas desde la notificación escrita. En el primer caso, la autoridad 
judicial deberá responder en la audiencia; en el segundo, en el plazo de 
veinticuatro horas a partir de la presentación del escrito de aclaración, 
enmienda o complementación”. 
 
Como se puede ver, la audiencia en el proceso constitucional, se concretará a 
través de la reunión de los sujetos esenciales del mismo: el(la) Juez(a) 
Constitucional, o en su caso los miembros del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, el accionante o recurrente, y el accionado o recurrido, además 
de algún (o algunos) eventual(es) tercero(s) interesado(s)16, posibilitando así que 

                                                            
15 Cfr. Mario CORDERO MIRANDA. El Proceso por Audiencia y los Medios de Impugnación. En: PODER JUDICIAL DE 
BOLIVIA – ACADEMIA NACIONAL DE CIENCIAS JURÍDICAS. El Proceso por Audiencia. Curso de actualización de Derecho 
Procesal Civil. Pág. 16. 
16 Respecto a la notificación al(los) tercero(s) interesado(s), es necesario acudir a los entendimientos 
jurisprudenciales desplegados por el Tribunal Constitucional de Bolivia; en ese sentido, la Sentencia Constitucional 
Nº 1351/2003-R de 16 de septiembre, reiterada por la Sentencia Constitucional Nº 1202/2010-R, de 6 de 
septiembre, estableció que: “…‘en todo proceso judicial o administrativo en el que la decisión final del mismo pudiera 
afectar los derechos o intereses legítimos de terceras personas, éstas deben ser citadas o notificadas, según el 
caso, a los fines de que puedan ejercer, en igualdad de condiciones, el derecho a la defensa, ofreciendo las pruebas 
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los actos procesales se cumplan en forma conjunta, concertando su actuación y 
el intercambio de posiciones de acuerdo a procedimiento previamente 
determinado, además de lograr una fácil descripción del conflicto jurídico-
constitucional, de carácter tutelar, a ser resuelto en la misma audiencia. 
 

4) Principio de Formalismo, considerando que la tramitación de un proceso, y 
mucho más si se trata de un proceso constitucional, no puede dispensar a las 
partes intervinientes, de cumplir los trámites necesarios en la instancia en que se 
encuentren –no pudiendo dejarlos a su libre arbitrio o conveniencia–, así como 
tampoco gozan de libertad para acordar en privado las formas posibles para 
decidir los litigios constitucionales, en donde se velan principalmente intereses 
públicos tratándose de derechos y garantías constitucionales; por lo que, ni aún 
el(la) Juez(a) Constitucional, o los miembros del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, pueden estar autorizados para prescindir de las mínimas reglas 
de procedimiento establecidas por las disposiciones legales, dado que suprimir 
este principio, equivaldría a suprimir todo el Derecho Procesal Constitucional.  
 
De lo referido, resulta indispensable considerar que el conocimiento y 
cumplimiento de las reglas de procedimiento legalmente establecidas con 
carácter previo para delinear la actuación de los sujetos procesales, es un 
requisito sine qua non para que exista válidamente un verdadero proceso 
constitucional, debiendo tener las partes, un idéntico margen de igualdad de 
oportunidades ante la ley procesal, lo que en sentido jurídico significa que los 
sujetos intervinientes en el proceso constitucional, tienen los mismos derechos y 
obligaciones, las mismas oportunidades de atacar y defenderse, debiendo ser 
tratados procesalmente de la misma manera, en sus alegaciones ante el(la) 
Juez(a) Constitucional, o los miembros del Tribunal de Garantías 
Constitucionales (Cfr. artículo 119, parágrafo I constitucional).  
 
Asimismo, el principio constitucional de igualdad, y su proyección en el debido 
proceso, hace surgir un derecho subjetivo de los litigantes a obtener un trato 
igual en supuestos similares; esto implica que los órganos jurisdiccionales están 

                                                                                                                                                                              
que consideren pertinentes y controvirtiendo las que se presenten en su contra dentro del proceso, de acuerdo con 
las formas propias de cada juicio y conforme a la normativa procesal pertinente'. Por determinación de la misma 
Sentencia Constitucional, el principio constitucional antes señalado: “ '…es aplicable a los recursos de amparo 
constitucional en los que, para proteger los derechos constitucionales suprimidos, restringidos o amenazados, se 
enjuician actos jurídicos, resoluciones judiciales o actos administrativos del proceso principal del cual deriva el 
recurso, por lo que la notificación a la otra parte de la litis es de rigor procesal, así no figuren como recurridos; dado 
que sus derechos pueden resultar afectados con la resolución del recurso ' ”. Por su parte, la Sentencia 
Constitucional Nº 0814/2006-R de 21 de agosto, complementó y moduló el entendimiento asumido en la Sentencia 
Constitucional Nº 1351/2003-R, en lo referido a la exigencia del señalamiento del nombre y domicilio del tercero 
legítimamente interesado en el recurso de amparo como requisito formal de admisibilidad para efectos de su 
notificación e intervención; dicha Sentencia, estableció que: “...dentro de los requisitos de admisibilidad, no sólo son 
exigibles los previstos por el art. 97 de la LTC, sino aquellos que han sido desarrollados por la jurisprudencia 
constitucional y que son de orden procesal con carácter imperativo, tal es el caso, del señalamiento de domicilio del 
tercero interesado, cuando el recurso de amparo constitucional es consecuencia de un proceso judicial o 
administrativo, requisito que se incorpora al art. 97 de la LTC, por la jurisprudencia constitucional, y que es de 
carácter formal; tal como lo ha establecido este Tribunal Constitucional en el AC 0030/2005-RCA de 29 de julio...”. 
En este sentido, la citación al tercero interesado con la demanda de amparo constitucional, es de carácter 
inexcusable con el único fin de que éste pueda asumir su derecho a la defensa; por lo que este requisito, se torna en 
un requisito formal imprescindible para la admisión del recurso de amparo constitucional, así lo han establecido las 
SSCC 0867/2004-R, 0456/2010-R y 0637/2001-R. (Cfr. Sentencia Constitucional Nº 1395/2011-R, de fecha 30 de 
septiembre de 2011). 
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obligados a resolver bajo la misma óptica los casos que planteen la misma 
problemática, y para apartarse de sus decisiones, es decir, del entendimiento 
jurisprudencial sentado, tienen que ofrecer una fundamentación objetiva y 
razonable (Cfr. Sentencia Constitucional Nº0493/2004-R, de 31 de marzo de 
2004). 
 
Es decir, que durante la tramitación del proceso, y como una forma de 
resguardar que el mismo se desarrolle sin vicio de nulidad alguno, la igualdad 
supone que las partes que intervienen en el mismo –sea en calidad de accionante 
o recurrente, accionado o recurrido, y/o tercero interesado17–, deben tener y 
ejercer los mismos derechos, posibilidades y cargas, sin que pueda darse lugar a 
privilegios o exenciones a favor o en contra de alguna de ellas, precisamente por 
su igualdad ante la ley, lo que implica que ninguna de las partes puede 
considerarse exenta de control constitucional. 
 
Por otro lado, el Principio de Formalismo, hace referencia directamente a las 
formas sustanciales, es decir, a aquellas que en caso de ser ignoradas, 
culminarían afectando el derecho de defensa como componente de la garantía 
del debido proceso, correspondiente a toda persona como sujeto procesal. 
Asimismo, ante la eventual infracción o desconocimiento de las reglas de 
procedimiento, el acto procesal realizado en sede constitucional resultaría 
ineficaz e inválido, excepto por aquellos actos que pueden quedar convalidados 
por el principio de conservación y cosa juzgada.  
 
Así por ejemplo, no puede comenzar a correr el plazo para expresar los agravios 
constitucionales, si el recurrente no fue notificado válidamente con la decisión 
judicial o administrativa que le causa perjuicio afectando sus derechos, así como 
no puede realizarse el cómputo de plazo alguno si no se cumple en legal forma 
la notificación a las partes de un proceso constitucional, con la decisión asumida 
por el Juez o Tribunal de Garantías Constitucionales (tratándose de Acciones 
Tutelares o de Defensa), para que puedan impugnar la decisión ante el TCP en 
etapa de revisión18.  
 
Sin embargo, probablemente éste principio pueda ser virtualmente superado por 
el Principio de No Formalismo (o Informalismo) que ahora se ha incorporado al 
CPConst., y que básicamente consiste en que “sólo podrán exigirse aquellas 
formalidades estrictamente necesarias para la consecución de los fines del 
proceso”, por lo que, hubiera sido útil que la norma especifique claramente el 

                                                            
17 A este efecto, el artículo 31 del nuevo CPConst., regula la comparecencia de terceros interesados en las Acciones 
de Defensa, de acuerdo a lo siguiente: “I. La persona natural o jurídica que pruebe interés legítimo en una Acción de 
Defensa podrá presentarse ante la Jueza, Juez o Tribunal, que de estimarlo necesario, admitirá sus alegaciones en 
audiencia. II. La Jueza, Juez o Tribunal, de oficio o a petición de parte cuando considere necesario podrá convocar a 
terceros interesados”. 
18 Respecto a las notificaciones en sede constitucional, el nuevo CPConst., en su artículo 12 únicamente prevé las 
siguientes normas: “I. Las sentencias, declaraciones y autos constitucionales serán notificados, mediante cédula, en 
las oficinas de notificaciones del Tribunal Constitucional Plurinacional; II. Sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 
anterior, el Tribunal Constitucional Plurinacional hará conocer a las partes en calidad de información el día de la 
notificación, en la cuenta personal de correo electrónico, el contenido de las Sentencias, Autos y Declaraciones 
Constitucionales, mediante sistema electrónico; III. Asimismo cuando se trate de sentencias emitidas en acciones de 
inconstitucionalidad o acciones contra tributos, se notificará a la Gaceta Oficial de Bolivia, o en su caso a las 
instituciones de difusión de las leyes de Entidades Territoriales Autónomas, a objeto de que hagan una nueva 
publicación de la Ley o Reglamento con referencia a la Sentencia Constitucional”. 
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alcance de éste principio, es decir, especificar las formalidades que son, y las 
que no son, indispensables durante el desarrollo del proceso constitucional19. 
 
En la doctrina contemporánea del Derecho Procesal Constitucional, el profesor 
costarricense Ruben Hernández Valle, haciendo referencia a los Principios 
rectores de la Jurisdicción Constitucional, considera que una de las finalidades 
principales de ésta jurisdicción, es precisamente lograr una efectiva tutela de los 
derechos fundamentales de los ciudadanos, para lo cual, considera necesario que 
los distintos procesos constitucionales, especialmente los de habeas corpus, 
amparo y habeas data (lo que involucra a las Acciones de Defensa previstas en la 
Constitución Boliviana), se fundamenten en los principios de informalidad, 
celeridad y gratuidad. En este sentido: 
 
“El principio de informalidad, postula la necesidad de que la (instauración) de 
los procesos constitucionales, éste exenta en la medida de lo posible, de 
formalismos innecesarios, como los papeles timbrados, el patrocinio de un 
Abogado y el cumplimiento de requisitos que no tienen relación directa con la 
pretensión del recurrente. Verbigracia, procesos como el habeas corpus deben 
ser susceptibles de ser interpuestos en cualquier forma escrita, a cualesquier 

                                                            
19 Sin embargo, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional de Bolivia, contenida en la Sentencia Constitucional Nº 
1954/2011-R de fecha 28 de noviembre de 2011, a tiempo de desarrollar la naturaleza jurídica, alcances y ámbito de 
protección de la Acción de Libertad, ha establecido su triple carácter tutelar: Preventivo, Correctivo y Reparador, lo 
que la refuerza como acción de defensa oportuna y eficaz, cuya finalidad es resguardar y proteger los derechos a la 
vida y la libertad, tanto física como de locomoción, así como la garantía del debido proceso, cuando éstas últimas 
necesariamente estén vinculadas al derecho a la libertad física. Estando regulada a favor de toda persona que 
creyere estar ilegalmente perseguida o indebidamente procesada o privada de libertad. “En ese orden, su primera 
característica responde a frenar una lesión ante una inminente detención indebida o ilegal, impidiendo que se 
materialice la privación o restricción de libertad. El carácter correctivo, se efectiviza cuando se evidencia lesión, ya 
sea en virtud de una medida cautelar o en cumplimiento de una pena. Por último, su tercera calidad pretende 
reparar una lesión ya consumada; es decir, opera ante la verificación de una detención ilegal o indebida, como 
consecuencia de la inobservancia de las formalidades legales”. Asimismo, respecto a la incidencia del Principio de 
Informalismo en la Acción de Libertad ha señalado: “la acción de libertad tiene por finalidad proteger la libertad 
personal frente a una persecución, detención, procesamiento o prisión ilegal o indebida, ampliando su ámbito de 
protección al derecho a la vida, cuando su riesgo o amenaza se vincula a la libertad; estando revestida -conforme se 
desprende de la Ley Fundamental- del principio de informalismo, pudiendo ser interpuesta sin ninguna formalidad 
procesal, conforme lo determina también el art. 90.I y II de la Ley del Tribunal Constitucional (LTC). Al respecto, es 
pertinente señalar que la ausencia de formalidades en su presentación, no significa que la parte accionante esté 
absuelta de acompañar la prueba suficiente y necesaria que acredite la verosimilitud de sus denuncias, al tener por 
su cuenta la carga de demostrar la existencia del o los actos lesivos que hubieran restringido sus derechos o 
garantías; requiriendo la jurisdicción constitucional de certidumbre para resolver el asunto compulsando los hechos 
impugnados en función a los elementos probatorios que los respalden. En ese marco, la SC 0320/2010-R de 15 de 
junio, expresó: “…la naturaleza de aplicación del principio de informalismo en esta acción tutelar, responde a 
efectivizar la acción de defensa en forma oportuna y eficaz en atención a los derechos fundamentales protegidos, 
vida y libertad, prescindiendo de formalidades procesales referidas a necesaria presentación escrita, por el 
agraviado o con mandato expreso, con precisión del derecho conculcado, su relación con los hechos y todos 
aquellos elementos de derecho que hacen a un medio o recurso de defensa; no obstante ello no implica que puede 
prescindirse la presentación de prueba mínima que acredite los hechos denunciados, en razón a que al sustanciar y 
resolver la acción tutelar, la jurisdicción constitucional requiere de certidumbre sobre la vulneración del o los 
derechos invocados para tutelar y protegerlos, compulsando los hechos denunciados con los elementos probatorios 
que generen convicción del acto ilegal u omisión indebida, caso contrario se ve impedida de otorgar la tutela 
solicitada. En ese sentido se pronunció la jurisprudencia constitucional señalando: 'Si bien es cierto que el art. 90.II 
de la LTC, determina que el hábeas corpus no requiere mayores formalidades para ser interpuesto, no es menos 
evidente que la parte recurrente debe acompañar la prueba suficiente y necesaria que acredite la veracidad de las 
acusaciones que formula, a objeto de lograr sus pretensiones, puesto que corre por su cuenta la carga de demostrar 
la existencia del o los actos lesivos que estima hayan restringido sus derechos…”. 



 
19 

hora y sin llenar ningún formalismo jurídico, siempre que se entienda la 
pretensión del recurrente”20.  
 

5) Principio de Economía Procesal, que se refiere a aquellos aspectos destinados a 
la abreviación y simplificación del proceso constitucional, tratando de evitar que 
su prolongación –muchas veces irrazonable e injustificada– pueda convertir en 
inoperante la tutela de los derechos y garantías cuya vulneración se denuncia.  
 
En otras palabras, el Principio de Economía Procesal, propugna dos aspectos 
esenciales para la eficacia del proceso constitucional: que sea terminado en el 
plazo más breve posible y, que logre alcanzar su fines en la menor cantidad de 
actos o audiencias, lo que implica por sí mismo la celeridad –mediante normas 
que impidan la prolongación de plazos–, y la concentración –eliminando 
trámites superfluos que no sean indispensables–, como requisitos necesarios 
para un debido proceso constitucional21; por lo que su consagración también 
resultaba indispensable en el nuevo CPConst. 
 

6) Principio de Inmediación, que ha sido explicado anteriormente, sin embargo, 
conviene apuntar su enorme importancia. Este Principio significa básicamente 
que debe existir una inmediata comunicación (contacto directo) entre el(la) 
Juez(a) Constitucional o los miembros del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, y las personas que en calidad de partes intervienen en el 

                                                            
20 Ruben HERNÁNDEZ VALLE. Derechos Fundamentales y Jurisdicción Constitucional. Cochabamba – Bolivia: 
Capítulo Boliviano del Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional – Editorial KIPUS, 2007. Pág. 227. 
21 Los Principios de Economía Procesal y Celeridad, son algunos de los principios procesales recientemente 
desarrollados por la jurisprudencia constitucional en el siguiente sentido: “Los principios de economía procesal y 
celeridad se encuentran íntimamente relacionados, pues, a través del primero se busca la celeridad en la solución 
de los litigios para impartir pronta y cumplida justicia. En ese sentido, la SC 0400/2005-R de 19 de abril, señaló que 
el “…principio de economía procesal que tiene como objeto evitar que el trabajo del juez se vea duplicado y que el 
proceso sea más rápido, consiste, principalmente, en conseguir el mayor resultado con el mínimo de actividad de la 
administración de justicia. Con la aplicación de este principio, se busca la celeridad en la solución de los litigios, es 
decir, que se imparta pronta y cumplida justicia…”. En el mismo sentido se pronunció, la SC 0803/2005-R de 19 de 
julio. Actualmente, la Constitución Política del Estado, en su art. 178. I establece “La potestad de impartir justicia (…) 
y se sustenta en los principios de independencia, imparcialidad, seguridad jurídica, publicidad, probidad, celeridad, 
gratuidad, pluralismo jurídico, interculturalidad, equidad, servicio a la sociedad, participación ciudadana, armonía 
social y respeto a los derechos”. Conforme a dicha potestad, la administración de justicia, en las diferentes 
jurisdicciones y en la justicia constitucional, debe ser oportuna y sin dilaciones, buscando efectivizar los derechos y 
las garantías constitucionales. Además del principio anotado, el art. 180.I de la CPE, hace referencia a los principios 
procesales de gratuidad, publicidad, transparencia, oralidad, celeridad, probidad, honestidad, legalidad, eficacia, 
eficiencia, accesibilidad, inmediatez, verdad material, debido proceso e igualdad de las partes ante el juez; principios 
que no son únicamente aplicables a la jurisdicción ordinaria, sino también a otras jurisdicciones como la indígena 
originaria campesina, la agroambiental y también, claro está, a la justicia constitucional. Sobre los principios de 
eficacia y eficiencia, la jurisprudencia constitucional contenida en la SC 0010/2010-R de 6 de abril, estableció: “…El 
primero de ellos (eficacia) supone el cumplimiento de las disposiciones legales y que los procedimientos deben 
lograr su finalidad, removiendo, de oficio, los obstáculos puramente formales; este principio está íntimamente 
vinculado con la prevalencia del derecho sustancial respecto al formal y el principio de verdad material. El segundo, 
(eficiencia), persigue acortar el tiempo de duración de los procesos y obtener una mayor certeza en las 
resoluciones, de manera que las personas puedan obtener un oportuno reconocimiento de sus derechos”. Por otra 
parte, conviene también considerar que -por la naturaleza, fines y funciones de la justicia constitucional- la 
interpretación que se efectúa en sede constitucional recurre a diferentes métodos o criterios, partiendo de los que 
clásicamente fueron formulados por Savigny: gramatical, histórico, sistemático de contexto y teleológico y, de 
manera específica, los principios propios de la justicia constitucional, como el de unidad de la Constitución, de 
concordancia práctica o de equilibrio moderado y de interpretación conforme a la Constitución y, de acuerdo a Peter 
Haberle, el de interpretación favorable a los derechos de la Ley Fundamental, así como el derecho comparado” (Cfr. 
Sentencia Constitucional 0178/2011-R, de 11 de marzo de 2011).  
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proceso constitucional, así como los hechos que deben debatirse y los medios de 
prueba que deben utilizarse para acreditar o desvirtuar la concurrencia de posible 
vulneración de derechos en el caso concreto, lo que implica el mayor contacto 
personal y directo con los elementos subjetivos y objetivos del proceso 
constitucional. Este principio, permitirá al(la) Juez(a) Constitucional tener una 
vivencia personal de las pretensiones jurídicas alegadas por las partes en el 
conflicto jurídico-constitucional de que se trate, así como tener conocimiento de 
los elementos probatorios existentes, y de todos los elementos de juicio que 
serán indispensables para sustentar la decisión final sobre el fondo del asunto. 
 
De ahí que, la inmediación en el proceso constitucional, como se dejó 
establecido, sólo puede alcanzar plena realización eficaz, mediante la 
instauración del régimen de proceso constitucional por audiencia (caracterizado 
por la inmediación y la oralidad), y en menor medida en un proceso escrito, 
principalmente porque el hecho de que el juez conozca y aprecie las condiciones 
morales de los litigantes, no solamente le permitirá ejercitar con eficacia sus 
facultades de director, sino que también podrá valorar sus conductas y 
reacciones durante el desarrollo del proceso, constituyendo ello un elemento 
adicional de convicción que le brindará mayor seguridad para decidir sobre la 
situación del titular del derecho vulnerado en el caso respectivo. 
 
En este sentido, cabe considerar que el Principio de Oralidad, estrechamente 
relacionado a la Inmediación, implica que las actuaciones, en su mayoría deben 
desarrollarse de forma verbal (por medio de la palabra hablada), sin perjuicio de 
la necesidad de dejar constancia de lo actuado en el expediente respectivo, lo 
que implícitamente derivará en la imperiosa necesidad de una sólida formación 
académica y forense, así como la suficiente capacidad expositiva, persuasión y 
poder de convencimiento, que deben tener los profesionales Abogados que 
intervengan en representación de las partes contendientes en el conflicto 
jurídico-constitucional, por lo que, la mención expresa de éstos Principios 
resultaba necesaria en el CPConst.22  
 

3. Principios Procesales de la Jurisdicción Constitucional 
 
Considerando que los procesos constitucionales se encuentran generalmente 
relacionados con la defensa y protección de los derechos fundamentales de las personas, 
así como la preservación de la primacía de la Constitución en el ordenamiento jurídico, 
es necesario detallar específicamente los Principios Procesales de la Jurisdicción 
Constitucional, algunos de los cuales, por cierto, no se encuentran previstos 
expresamente en el nuevo CPConst. 
 
En este sentido, de acuerdo a la doctrina del Derecho Procesal Constitucional, para que 
el TCP cumpla su misión fundamental asignada por el Constituyente, en el marco de las 

                                                            
22 Asimismo, resulta necesario que sean precisados el sentido y los alcances normativos del denominado “Principio 
de No Formalismo” (Informalismo), así como también debe especificarse si su ámbito de aplicación será extensible a 
las Acciones Tutelares solamente, o si puede ser aplicable también a todos los demás Recursos y Acciones 
Constitucionales, y los casos específicos de esta posibilidad. Por otro lado, se advierte como redundante e 
inadecuado establecer la “comprensión efectiva” como un Principio, dado que ese aspecto debió ser abordado 
únicamente como criterio de redacción en la Exposición de Motivos que tenía el entonces Proyecto de Código, y que 
ahora ha sido suprimida en el nuevo CPConst. 
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normas previstas por la Constitución y la Ley del TCP, la configuración procesal 
específica para la sustanciación de los diferentes procesos o recursos constitucionales, 
debe estructurarse –a criterio del autor, con carácter enunciativo y no limitativo– sobre 
la base de los siguientes principios procesales: 
 
a) Presunción de Constitucionalidad.- Es un principio que está estrechamente 
relacionado al Principio de Conservación de la Norma, en virtud al cual se presume la 
constitucionalidad de toda disposición legal hasta tanto el Tribunal Constitucional 
Plurinacional resuelva y declare su inconstitucionalidad mediante una Resolución 
Constitucional. Este principio tiene la finalidad esencial de resguardar los Principios de 
Legalidad y Seguridad Jurídica inherentes a todo Estado Constitucional y Democrático 
de Derecho, en el que todos sus miembros, gobernantes y gobernados, están sometidos 
al ordenamiento jurídico que obliga por igual a todos(as), de manera que los actos, las 
decisiones o resoluciones emitidas al amparo de las disposiciones legales vigentes, no 
pueden ser desconocidos o incumplidos con la sola invocación o argumento de una 
aparente inconstitucionalidad.  
 
Por ello, para preservar el margen mínimo de seguridad jurídica sobre la vigencia de 
normas y disposiciones legales que forman parte del ordenamiento jurídico interno del 
Estado, se ha establecido que sólo el órgano competente para ejercitar el control de 
constitucionalidad puede pronunciar oficialmente la inconstitucionalidad de una Ley, 
Decreto o Resolución no judicial, con efecto erga omnes. Actualmente, este principio se 
encuentra consagrado en el artículo 5º de la nueva Ley del TCP, habiendo sido reiterado 
en el artículo 4º del CPConst. 
 
b) Conservación de la Norma.- Tiene también la finalidad de garantizar el Principio de 
Seguridad Jurídica y significa que en los casos en que una Ley, Decreto o Resolución 
admita diferentes interpretaciones, unas que son incompatibles y otras compatibles con 
la Constitución, el Tribunal Constitucional Plurinacional debe adoptar únicamente la 
que sea compatible con el texto constitucional.  
 
Este principio, indudablemente permitirá al Tribunal Constitucional Plurinacional, 
modular sus sentencias en cuanto al contenido de las mismas, dictando, por ejemplo, las 
denominadas sentencias interpretativas, que precisamente permiten conservar, en el 
ordenamiento jurídico, la norma que en su interpretación es compatible con la 
Constitución, y expulsando la norma que sea incompatible en su sentido y alcances. 
Actualmente, este principio se encuentra consagrado en el artículo 4º, parágrafo IV de la 
Ley del TCP, y también en el numeral 1 del artículo 3 del CPConst. 
 
c) Inexcusabilidad funcionaria.- Este principio garantiza el derecho del ciudadano al 
libre acceso a la justicia y a utilizar un recurso expedito para lograr la tutela judicial 
efectiva de sus derechos fundamentales y garantías constitucionales contra cualquier 
exceso o abuso de poder.  
 
Consiste en que el Tribunal Constitucional Plurinacional, como órgano competente para 
ejercer el control de constitucionalidad, no puede excusarse de emitir un fallo o 
sentencia en una causa sometida a su jurisdicción alegando insuficiencia, ausencia u 
obscuridad de la norma. Para ese fin, es indispensable reconocer al Tribunal 
Constitucional Plurinacional la facultad de ser el intérprete máximo de la Constitución, 
dado que en su labor jurisdiccional realiza una constante interpretación de las normas 
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constitucionales así como de las disposiciones legales sometidas al control; y para ese 
efecto debe emplear los diferentes criterios y principios de interpretación que se 
conocen en la doctrina constitucional contemporánea, sin perjuicio de efectuar además 
una interpretación creativa23.  
 
Este principio actualmente no ha sido consagrado oportunamente en el contenido de la 
Ley del TCP, salvo por la dedicación exclusiva inherente al ejercicio de la magistratura 
constitucional (art. 15 de la Ley del TCP), y la idoneidad en el ejercicio de sus 
funciones; sin embargo, ahora, se encuentra establecido a través de la previsión 
contenida en el artículo 11 del CPConst., que establece claramente que “las 
Magistradas y los Magistrados del Tribunal Constitucional Plurinacional, no podrán 
excusarse de fallar en las causas sometidas a su conocimiento alegando insuficiencia, 
ausencia u obscuridad de la norma”, y su actuación en sentido contrario, conllevaría las 
consiguientes responsabilidades emergentes de la función jurisdiccional que les ha sido 
encomendada. 
 
d) Publicidad, gratuidad y celeridad.- Estos principios procesales consagrados también 
por la Constitución, pretenden significar que la tramitación de las acciones, recursos, 
demandas y consultas constitucionales son de carácter público, decretándose su reserva 
sólo en casos excepcionales; implican también que los accionados, recurridos o 
demandados tienen derecho a conocer el contenido de las acciones, recursos o 
demandas desde el momento de su admisión24 ante el Tribunal Constitucional 
                                                            
23 Sobre los Principios inherentes a la Interpretación Constitucional, también se ha señalado que: “La Constitución al 
ser una ley de características muy peculiares, requiere además de los métodos de la interpretación utilizados para la 
interpretación de la legalidad ordinaria, la utilización de principios propios de la interpretación constitucional, entre 
ellos, el principio de unidad de la constitución, que parte de la idea de que la Constitución es una unidad, y por tanto, 
no puede ser parcelada en la labor interpretativa en partes aisladas; el principio de concordancia práctica, que exige 
que los bienes jurídicos protegidos implicados en la interpretación deben ser compatibilizados, y en caso de que no 
sea posible encontrar una solución por esta vía, se debe recurrir a la ponderación de los bienes jurídicos en juego; el 
principio de eficacia integradora, que enseña que si la norma promueve la formación y mantenimiento de una 
determinada unidad política, la interpretación debe dirigirse a potenciar las soluciones que refuercen dicha unidad, 
tomando en cuenta la realización de los fines del Estado y la conservación del sistema; y finalmente, el principio de 
eficacia o efectividad, que obliga al intérprete a optimizar y maximizar las normas constitucionales, sin distorsionar 
su contenido, actualizándolas ante los cambios del mundo externo. Este principio es utilizado frecuentemente en la 
interpretación de los derechos fundamentales, conocido con el nombre de principio de favorabilidad o in dubio pro 
libertate. Consiguientemente, de lo expresado nace la necesidad de que el contraste o test de compatibilidad no se 
reduzca sólo a preceptos aislados, sino a la interpretación de la Constitución como unidad, como conjunto; por tanto, 
tal análisis debe extenderse, según el caso, al artículo del que forma parte el párrafo o inciso en estudio; al capítulo 
o título con el que se vincula; en síntesis, con la Constitución; o lo que es lo mismo, con sus normas, principios y 
valores; así como el sistema internacional de protección de los derechos humanos, dada la prevalencia de estos, en 
el orden interno. (…)”. Willman R. DURAN RIBERA. La Constitución vigente y sus Leyes de desarrollo ¿Guardan 
compatibilidad con la idea Estado de Derecho? En: REVISTA BOLIVIANA DE DERECHO. Número 11. Santa Cruz - 
Bolivia: Editorial EL PAÍS, Enero de 2011. Págs. 6-23.  
24 Cabe señalar que en la jurisdicción constitucional, la admisión es un acto procesal que da inicio a la sustanciación 
de la demanda, recurso o consulta constitucional, y se la decreta cuando se ha verificado que el demandante, 
recurrente o consultante ha cumplido con todos los requisitos y condiciones de admisibilidad, previstos por la Ley del 
Tribunal Constitucional (en este caso, la Ley Nº27 del Tribunal Constitucional Plurinacional). En ese orden, conforme 
a las normas previstas por los artículos 26 y 27 de la Ley Nº254 que aprueba el Código Procesal Constitucional, 
corresponde a la Comisión de Admisión verificar el cumplimiento de los requisitos y condiciones de admisibilidad y 
tomar la decisión que corresponda, que podrá ser en una de las modalidades previstas por la misma Ley, es decir, 
admitiendo o rechazando y, en su caso, disponiendo se subsanen los defectos procesales advertidos y que al ser de 
forma pueden ser subsanables (Cfr. Auto Constitucional 116/2004-CA, de fecha 1 de marzo de 2004). En este 
sentido, una de las condiciones de admisibilidad es la procedencia de la demanda, recurso o consulta constitucional, 
es decir, que la pretensión planteada así como los fundamentos jurídicos expuestos en la acción o proceso 
constitucional se encuadren en la naturaleza jurídica, los objetivos y finalidades, así como la protección que otorga 



 
23 

Plurinacional, así como las decisiones adoptadas por el órgano contralor de la 
constitucionalidad. De ahí que, el artículo 19 del nuevo CPConst., acertadamente 
dispone que “las sentencias, declaraciones y autos constitucionales se publicarán en la 
Gaceta Constitucional, cuya periodicidad será mensual. El Tribunal Constitucional 
Plurinacional difundirá sus resoluciones, además de los mecanismos electrónicos, a 
través de los medios que vea conveniente”. 
 
De otro lado, importa que la sustanciación de los procesos constitucionales en todas sus 
etapas e instancias, sean gratuitas, y aún más que eso, el acceso a la jurisdicción 
constitucional sea gratuito.  
 
Finalmente significa también que, tomando en cuenta el carácter extraordinario y la 
finalidad de control y tutela que se persigue a través de los procesos constitucionales, la 
sustanciación y conclusión de los mismos deben ser efectuados en un plazo razonable25, 
por ello se han establecido plazos cortos, evitando los incidentes dilatorios en la 
tramitación de las referidas acciones constitucionales, correspondiendo al TCP imprimir 
el impulso procesal de oficio. Estos principios, actualmente también se encuentran 
consagrados en los numerales 9, 11 y 12 del artículo 3º de la nueva Ley del TCP26. 
                                                                                                                                                                              
la demanda, recurso o consulta constitucional; por ello, el legislador, al desarrollar las normas previstas por la 
Constitución Política del Estado, ha definido en la Ley Nº254 los términos de procedencia de cada una de las 
acciones, recursos o demandas constitucionales cuyo conocimiento y resolución constituye ahora el ámbito de 
competencia del Tribunal Constitucional Plurinacional. 
25 En este sentido, en referencia concreta al Principio de Celeridad Procesal, la jurisprudencia constitucional 
contenida en la Sentencia Constitucional Nº 0099/2006 de 18 de diciembre, entre otras, ha establecido lo siguiente: 
“El art. 16 de la CPE (abrogada) concordante con el art. 116.X de la misma Ley Fundamental, resguardan el 
derecho al debido proceso, que entre una de sus garantías otorga el derecho a ser procesado sin dilaciones 
indebidas, a cuyo efecto todas las disposiciones adjetivas tienen los plazos por los cuales deben regirse 
estrictamente los administradores de justicia, a fin de evitar el retardo de justicia. Al respecto, el Tribunal 
Constitucional, se pronunció sobre la celeridad procesal vinculándola al derecho que tiene el procesado a la 
conclusión del proceso en un plazo razonable, como un derecho fundamental, al señalar en la SC 101/2004, de 14 
de septiembre: “Si bien nuestra Constitución no establece de manera expresa el derecho fundamental del imputado 
a la conclusión del proceso penal dentro de un plazo razonable, de manera implícita lo consagra al proclamar en 
forma genérica que la 'celeridad” es una de las condiciones esenciales de la administración de justicia', 
entendimiento que se extrae del contenido del art. 116.X Constitucional. Nos parece que una interpretación en 
sentido contrario sólo podría tener sustento si se aceptara que tal proclamación carece de significado, lo que no es 
posible tratándose de una norma jurídica, y aun más, de la norma fundamental del país, siempre cargada de 
significado y fines. A su vez, la normativa internacional sobre derechos humanos (los Pactos), que según la doctrina 
de este Tribunal integran el bloque de Constitucionalidad y por tanto tienen rango constitucional (Así SSCC 
1494/2003-R, 1662/2003-R, 69/2004, entre otras), de manera expresa reconocen tal derecho, conforme a lo 
siguiente: 1) Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 8.1) 'Toda persona tiene derecho a ser oída, 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por ley, en la sustanciación de cualquier acusación formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter'. 2) Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 14.3) 'Durante el proceso, toda persona acusada de un delito 
tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: c. A ser juzgada sin dilaciones indebidas'. De 
lo anterior se extrae que la finalidad que persigue el legislador constituyente boliviano al introducir, en concordancia 
con los preceptos internacionales aludidos, el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, es que el 
imputado pueda definir su situación ante la ley y la sociedad dentro del tiempo más corto posible, desde un punto de 
vista razonable; poniendo fin a la situación de incertidumbre que genera todo juicio, y la amenaza siempre latente a 
su libertad que todo proceso penal representa. Con esto se persigue evitar que la dilación indebida del proceso, por 
omisión o la falta de la diligencia debida de los órganos competentes del sistema penal, pueda acarrear al 
procesado lesión a otros derechos, entre ellos, el de la dignidad y la seguridad jurídica, que resulten irreparables”. 
26 “El principio de celeridad, por su parte, establece que los procesos constitucionales deben resolverse en plazos 
breves y que no deben existir trámites innecesarios, que alarguen injustificadamente el dictado de la resolución de 
fondo. En efecto, una jurisdicción constitucional lenta termina siendo, a final de cuentas, una negación crasa y 
absoluta de ella misma y de las razones que justifican su existencia. (…) Dentro de éste mismo orden de ideas, una 
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e) Actuación a instancia de parte.- Este es un principio subyacente a las normas 
previstas por la Ley del TCP, tomando en cuenta que la Jurisdicción Constitucional 
desempeña la función de legislador negativo27 al anular y expulsar del ordenamiento 
jurídico las leyes inconstitucionales, y de otro lado, se constituye en creador del derecho 
al establecer sub-reglas que dan concreción normativa a las cláusulas generales y 
abstractas de la Constitución, por lo que, el legislador ha previsto que el mecanismo de 
control de constitucionalidad sólo se active a instancia de parte; es decir, cuando la 
persona o autoridad que tiene legitimación activa plantea el proceso constitucional 
respectivo, pues lo contrario significaría que la Jurisdicción Constitucional reemplace al 
Órgano Legislativo, toda vez que de oficio estaría generando y creando normas legales, 
lo que revelaría una forma de legislación positiva, cuando en realidad su función es la 
de crear derecho a través de la generación de sub-reglas aplicables a los casos concretos 
o futuros, si concurre la analogía.  
 
f) Extraordinariedad de los Procesos Constitucionales.- Considerando la naturaleza 
jurídica de los procesos constitucionales, se debe establecer una configuración procesal 
sobre la base del carácter extraordinario de dichos procesos, a objeto de que los mismos 
tengan una tramitación especial que no admita incidentes de naturaleza alguna, y no 
requiera de largos procedimientos probatorios de los hechos, toda vez que en algunos 
casos (por ejemplo, en las Acciones de Inconstitucionalidad) se trata de procesos de 
puro derecho que se sustancian en única instancia; esto significa que, en el marco del 
principio de cosa juzgada constitucional, contra las resoluciones o sentencias dictadas 
por el Tribunal Constitucional no procede ningún recurso ulterior. 
 
g) Vinculatoriedad de las Resoluciones Constitucionales.- Significa que las 
resoluciones o sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional Plurinacional, obligan 
a las autoridades, funcionarios públicos en general y a las personas particulares, a 
                                                                                                                                                                              
vez que la intervención de los tribunales constitucionales ha sido legalmente requerida, éstos deben actuar de oficio 
y con la mayor celeridad posible, sin que pueda invocarse la inercia de las partes para retardar el proceso. Por 
consiguiente, los plazos establecidos por la ley, no pueden prorrogarse por ningún motivo, por lo que, los retardos 
injustificados de los funcionarios judiciales respectivos, deben ser sancionados disciplinariamente, sin perjuicio de 
otras acciones que pudieren caber contra el culpable del retardo. (…) El principio de gratuidad exige que en la 
jurisdicción constitucional no se retarde ni se impida la tramitación de los procesos por razones de falta o 
insuficiencia de timbres en los poderes y en los escritos, o que se exija afianzamiento de costas. Este principio exige 
también que en los procesos constitucionales, salvo casos muy excepcionales, no exista condenatoria en costas, 
pues de lo contrario se establece un disuasivo importante para que los ciudadanos acudan ante ella en defensa de 
sus derechos fundamentales”. Ruben HERNÁNDEZ VALLE. Derechos Fundamentales y Jurisdicción Constitucional. 
Cochabamba – Bolivia: Capítulo Boliviano del Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional – Editorial KIPUS, 
2007. Pág. 228. 
27 “(…) Kelsen consideraba al Tribunal Constitucional un legislador negativo, ya que tiene poder de anular una ley, 
que es equivalente a dictar una norma general, lo que es el acto contrario a la producción de normas legislativas que 
concreta el Parlamento, sosteniendo que la anulación de una ley tiene el mismo carácter general que la 
promulgación de una ley. La anulación es sólo una promulgación precedida de un signo de negación; y ello busca 
justificar y explicar el efecto erga omnes de las sentencias del Tribunal Constitucional, la naturaleza constitutiva de 
la sentencia de inconstitucionalidad y los efectos ex nunc de tales fallos, excluyendo la fuerza retroactiva de los 
fallos. No compartimos la tesis de Kelsen del Tribunal Constitucional como legislador negativo, en cuanto 
desconocimiento del Tribunal Constitucional como órgano jurisdiccional, ya que cuando un Tribunal Constitucional 
resuelve anular una ley no lo hace discrecionalmente, sino que actúa ajustado a criterios jurídicos teniendo como 
parámetro la Constitución, ejerciendo una función jurisdiccional como los jueces, dentro del marco de un 
procedimiento iniciado a instancia de parte legitimada para ello, con la única diferencia de resolver sobre la 
supremacía constitucional que implica decisiones con consecuencias políticas. (…)”. Humberto NOGUEIRA ALCALÁ. 
La justicia y los Tribunales Constitucionales de Indoiberoamérica del Sur en la alborada del Siglo XXI. Cochabamba 
– Bolivia: Editorial KIPUS, 2006. Págs. 77-78. 
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cumplirlas de manera obligatoria e inexcusable. Ello –en criterio de José Antonio 
RIVERA SANTIVAÑEZ– tiene su fundamento en la fuerza de la cosa juzgada 
constitucional que le otorga el Constituyente a las decisiones (Sentencias, 
Declaraciones y Autos Constitucionales) pronunciadas por la jurisdicción 
constitucional, como garantía de certeza y seguridad jurídica. En efecto, la norma 
prevista por el 203 de la NCPE ha consagrado la cosa juzgada constitucional, al 
disponer que “contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso 
ulterior alguno”.  
 
De manera que, en el sistema constitucional boliviano, la jurisprudencia constitucional 
desarrollada por el Tribunal Constitucional Plurinacional, se constituye en una fuente 
directa del Derecho Constitucional en general, y del Derecho Procesal Constitucional en 
particular, por lo mismo, es vinculante para todos los jueces, tribunales y autoridades 
públicas28.  
 
Ahora bien, este principio de vinculatoriedad actualmente se encuentra consagrado en el 
artículo 8º de la Ley del TCP, y asimismo, ha sido desarrollado con mayor amplitud en 
el artículo 15 del CPConst., cuando al referirse al carácter obligatorio y vinculante de 
las Sentencias Constitucionales, además de su valor jurisprudencial, establece:  
 

“I. Las sentencias, declaraciones y autos del Tribunal Constitucional 
Plurinacional son de cumplimiento obligatorio para las partes intervinientes en 
un proceso constitucional; excepto las dictadas en las acciones de 
inconstitucionalidad y recurso contra tributos que tienen efecto general; II. Las 
razones jurídicas de la decisión, en las resoluciones emitidas por el Tribunal 
Constitucional Plurinacional constituyen jurisprudencia y tienen carácter 
vinculante para los Órganos del poder público, legisladores, autoridades, 
tribunales y particulares”. 

 
 

                                                            
28 Cfr. José Antonio RIVERA SANTIVAÑEZ. La Jurisdicción Constitucional en Bolivia. Cinco años en defensa del orden 
constitucional y democrático. En: REVISTA IBEROAMERICANA DE DERECHO PROCESAL CONSTITUCIONAL. PROCESO Y 
CONSTITUCIÓN. Nº 1. México: Editorial Porrúa, Enero-Junio 2004. Págs. 134-136. Disponible virtualmente en: 
www.iidpc.org  En este sentido, la jurisprudencia constitucional contenida en la Sentencia Constitucional Nº 
0186/2005-R de 7 de marzo, entre otras, ha establecido lo siguiente: “(…) Cabe señalar que el efecto vinculante de 
la jurisprudencia constitucional, significa que la doctrina constitucional creada, así como las sub-reglas extraídas de 
las normas implícitas de la Constitución y consignadas en la ratio decidendi de la sentencia constitucional, tienen 
que ser aplicadas obligatoriamente por este Tribunal y por el resto de los órganos del poder público, por lo mismo, 
por los jueces y tribunales que forman parte del poder judicial, en la resolución de todos los casos que presenten 
supuestos fácticos análogos. Sin embargo, corresponde aclarar que esa aplicación obligatoria de la jurisprudencia 
constitucional está sujeta a la regla de la analogía, vale decir que los supuestos fácticos de la problemática resuelta 
mediante la sentencia constitucional en la que se crea la jurisprudencia sean análogos a los supuestos fácticos de la 
problemática a resolverse mediante la sentencia en la que se aplicará la jurisprudencia o el precedente obligatorio; 
desde otra perspectiva, se puede señalar que cuando no existe la concurrencia de la analogía entre los supuestos 
fácticos no puede exigirse la aplicación de la jurisprudencia o el precedente obligatorio. De otro lado, se debe 
también aclarar que la jurisprudencia con efecto vinculante es la que contiene la ratio decidendi de la sentencia 
constitucional, es decir, aquellas partes que consignan los fundamentos jurídicos que guarden una unidad de 
sentido con la parte resolutiva, de tal forma que no se pueda entender ésta sin la alusión a aquella, es la parte en la 
que se consigna la doctrina y las sub reglas que se constituyen en precedente obligatorio; más el obiter dictum, es 
decir, aquellas reflexiones o pasajes contenidos en la parte motiva de la sentencia, expuestos por el Tribunal 
Constitucional por una abundancia argumentativa propia de la naturaleza jurídica del control de constitucionalidad, 
no tienen efecto vinculante, de manera que para exigir la aplicación obligatoria de un precedente debe tenerse el 
cuidado de identificar que se trata de la ratio decidendi”. (los subrayados me corresponden) 
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4. Principios Rectores de las Sentencias Constitucionales 
 
Además de lo anterior, debe recordarse que de acuerdo a la doctrina del Derecho 
Procesal Constitucional, y en consideración a la naturaleza jurídica de la Jurisdicción 
Constitucional, así como el contenido jurídico y los efectos políticos que producen las 
Sentencias Constitucionales, éstas tienen su configuración y base en determinados 
principios y criterios rectores que emergen precisamente de los citados principios 
procesales sobre los que se configura el control de constitucionalidad en el sistema 
constitucional boliviano.  
 
En este sentido, a tiempo de establecer los Principios rectores que establezcan las 
directrices específicas para la emisión de Resoluciones definitivas en la Jurisdicción 
Constitucional, no se deben dejar de considerar los siguientes:  
 

a) Principio de Conservación de la Norma, que esencialmente, como ya se ha 
anotado, tiene la finalidad de garantizar el principio de seguridad jurídica, y 
significa que en los casos en que una Ley, Decreto o Resolución no judicial, 
sometidas a control de constitucionalidad, admita diferentes interpretaciones, 
unas que sean incompatibles, y otras compatibles con la Constitución, el 
Tribunal Constitucional Plurinacional deberá adoptar siempre la que es 
compatible. Así lo establece también, la norma prevista por el artículo 4, 
parágrafo IV, de la Ley Nº 27 del Tribunal Constitucional Plurinacional, al 
señalar que: “Cuando una norma jurídica acepte más de una interpretación, el 
Tribunal Constitucional Plurinacional, bajo el principio de conservación de la 
norma, adoptará la interpretación que concuerde con el texto constitucional”. 

  
b) Principio de Congruencia, conforme al cual, el Tribunal Constitucional 
Plurinacional, al emitir una sentencia, debe mantener y respetar la más estricta 
correspondencia entre “demanda” y “pronunciamiento”, es decir entre lo que se 
solicita y aquello que se resuelve, no fallando ni ultra petitum (más allá de lo 
pedido), ni extra petitum (cosa distinta de lo pedido), ni con otro apoyo que no 
sea el de la causa petendi, vale decir, aquellos fundamentos en los que el 
demandante o recurrente basó su solicitud. Este principio esencial deberá 
observarse principalmente en el ámbito tutelar de los derechos fundamentales29. 
 
c) Principio de Motivación, el mismo que implica, que todas las sentencias 
constitucionales tienen que ser debidamente motivadas en derecho. Ello 

                                                            
29 Sin embargo, es importante tener en cuenta que la doctrina del Derecho Procesal Constitucional plantea una 
excepción a la regla relacionada con el principio de congruencia: “y es que en el ámbito del control normativo de 
constitucionalidad el Tribunal Constitucional tiene que efectuar una contrastación de la disposición legal impugnada 
con la totalidad de la Constitución, esto es más allá de las disposiciones o normas que el recurrente hubiese 
impugnado; ello porque los efectos de la sentencia que declare la constitucionalidad de la disposición legal 
impugnada, causa estado y tiene efecto erga omnes, de manera que impide toda posibilidad de una nueva 
impugnación, entonces el Tribunal Constitucional está obligado a realizar el examen integral de la Constitución en el 
momento de efectuar el juicio de constitucionalidad. De otro lado, le está reconocido por Ley al Tribunal 
Constitucional, el declarar la inconstitucionalidad de otras disposiciones legales conexas con la disposición legal 
impugnada y declarada inconstitucional, no obstante de que dichas normas no hubiesen sido impugnadas 
inicialmente en el recurso, así está previsto por el art. 58-IV de la Ley Nº 1836 del Tribunal Constitucional (artículo 
107, numeral 4, de la Ley del TCP). Claro está que, el uso de esa excepción debe encuadrarse a los límites 
generales que impone el principio. Un ejemplo del uso de la excepción a la regla es la SC 101/2004 de 14 de 
septiembre”. José Antonio RIVERA SANTIVAÑEZ. Temas de Derecho Procesal Constitucional. Cochabamba – Bolivia: 
Grupo Editorial KIPUS, 2007. Pág. 270. (el agregado en paréntesis me corresponde). 
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significa, que el Tribunal Constitucional Plurinacional debe expresar los motivos 
jurídico-constitucionales en los que basa su convicción determinativa de que una 
disposición legal impugnada es incompatible con la Constitución, o que un acto 
o resolución impugnados vulneran un derecho fundamental que decidirá tutelar. 
Es decir, que en la motivación jurídica, el Tribunal Constitucional Plurinacional 
deberá expresar los argumentos jurídicos que justifican que extraiga una norma 
implícita de la Constitución o de la Ley interpretada, así como los motivos que le 
impulsan a modular los alcances de su decisión. 

  
d) Principio de Colegialidad, que surge en razón de que todo Tribunal o Corte 
Constitucional es un órgano colegiado, por lo cual sus decisiones deberán ser 
adoptadas en conjunto, lo que supone que el Tribunal debe de marchar en 
función de lo que digan en conjunto los jueces de la Constitución, evitando crear 
fisuras y enfrentamientos al momento de emitir el fallo final.  
 
No obstante, cabe señalar que muchas veces, las respectivas leyes prevén que las 
decisiones se adoptan por mayoría, de manera que en determinadas situaciones 
existirán algunos jueces que no compartan el criterio de la mayoría, en cuyo 
caso, en resguardo del derecho al libre desarrollo de la personalidad y el derecho 
a la discrepancia, dichos jueces podrán expresar sus votos u opiniones 
disidentes, votos particulares o votos singulares, apartándose del criterio 
asumido por la mayoría que adopta la sentencia. 
 
Cabe hacer notar que en el sistema de control de constitucionalidad vigente en 
Bolivia, el legislador ha previsto expresamente que las decisiones del Tribunal 
Constitucional serán adoptadas mediante votación por la mayoría absoluta de sus 
miembros, según lo establecido en el artículo 29 de la Ley del TCP; sin 
embargo, también se ha establecido expresamente una salvedad, en sentido de 
que las Magistradas y los Magistrados podrán formular voto disidente o en su 
caso aclaración de voto, debidamente fundamentado cuando sus criterios 
jurídicos no sean coincidentes con los de la mayoría, ello de acuerdo a lo 
previsto por el artículo 10, parágrafos II y III, del nuevo CPConst. 
 
e) Principio de Interpretación conforme a la Constitución, que es básicamente 
un sistema de interpretación que tiene la finalidad de preservar la validez de la 
norma contenida en la ley, en el marco del principio de seguridad jurídica. Ello 
supone, que cuando una ley interpretada en contrastación con las normas de la 
Constitución, presenta un sentido incompatible y otro compatible con la Ley 
Fundamental, en vez de declararla inconstitucional en su integridad y retirarla 
del ordenamiento jurídico, debe conservar la interpretación conforme a la 
Constitución, retirando simplemente la otra interpretación, es decir la que es 
incompatible con la Ley Fundamental. Esta forma de interpretación permite a los 
Tribunales Constitucionales modular sus sentencias, pudiendo emitir sentencias 
interpretativas, sentencias exhortativas, sentencias aditivas, o sentencias 
sustitutivas, éstas últimas que son empleadas con frecuencia por los Tribunales 
Constitucionales de Italia y Alemania30. 

                                                            
30 Cfr. José Antonio RIVERA SANTIVAÑEZ. La Jurisprudencia Constitucional y su Fuerza Vinculante. En: Temas de 
Derecho Procesal Constitucional. Págs. 269-272. Así también se puede consultar el trabajo de mi autoría, sobre Las 
Sentencias Constitucionales y su modulación en la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional Boliviano (2007), 
disponible en: www.monografías.com 
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5. A manera de conclusión 
 
En definitiva, los principios procesales someramente descritos (de manera enunciativa y 
no limitativa), y que en su mayoría se encuentran ampliamente desarrollados por la 
jurisprudencia constitucional vinculante elaborada por el Tribunal Constitucional en 
más de una década de vigencia en Bolivia, se constituyen en las líneas directrices u 
orientadoras que deben regir los procesos constitucionales, plasmando de esta forma una 
determinada política procesal que logre resguardar y proteger de mejor manera los 
derechos fundamentales y garantías constitucionales, a fin de que las personas que se 
encuentren en situación de afectación flagrante de sus derechos subjetivos, encuentren 
en el proceso constitucional el camino adecuado para debatir y reclamar la tutela 
jurisdiccional efectiva de esos derechos constitucionales –principalmente a través del 
régimen del proceso constitucional por audiencia–, a fin de hacer prevalecer la vigencia 
de los mismos frente a las autoridades públicas, o frente a particulares que 
eventualmente se encuentren en situación de poder, todo ello de acuerdo a las reglas de 
procedimiento ahora previstas en el nuevo Código Procesal Constitucional que se ha 
integrado al ordenamiento jurídico boliviano con la especial finalidad de dar concreción 
normativa y efectividad real, a los postulados establecidos en la misma Constitución 
Política del Estado Plurinacional de Bolivia, que como Ley suprema y fundamental del 
ordenamiento jurídico, extiende el alcance de sus normas hacia gobernantes y 
gobernados, para su cumplimiento y observancia inmediata. 
 
Será precisamente el Tribunal Constitucional Plurinacional, como único órgano 
especializado de la jurisdicción constitucional, y a través de sus miembros elegidos por 
voto popular, el que deberá lograr que el nuevo Código Procesal Constitucional, 
contribuya efectivamente a la mejor sustanciación y resolución de todos los conflictos 
jurídico-constitucionales en el ámbito normativo, tutelar y/o competencial, que sean 
sometidos a su competencia, desarrollando los principios procesales indispensables a fin 
de que los procesos constitucionales en Bolivia, alcancen el supremo ideal de la justicia 
a través de un debido proceso justo. 
 
 

La Paz, febrero de 2013. 
 


